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ESTUDIOS PREVIOS. 
  

(Ley 80 de 1993, Artículo 25 Nº 7 y 12, Ley 1150 de 2007, 2007 y de conformidad con lo reglamentado en el 
artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015) 

 

De acuerdo al Artículo 20 del artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015, los estudios y documentos previos 

estarán conformados por los documentos definitivos que sirvan de soporte para la elaboración del proyecto de 

pliego de condiciones de manera que los proponentes puedan valorar adecuadamente el alcance de lo requerido 

por la entidad, así como el de la distribución de riesgos que la entidad propone. Se deberán realizar los estudios 

en los cuales se analice la conveniencia y la oportunidad de realizar la contratación de que se trate, tendrán lugar 

de manera previa a la contratación y busca contener criterios que permita la información pertinente y eficaz para 

desarrollar debidos procesos de contratación para lo cual se han analizado los siguientes aspectos para la 

contratación del MEJORAMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA EDUCATIVA EN DISTINTOS MUNICIPIOS 

DEL DEPARTAMENTO DEL CESAR. 

 

De acuerdo con la metodología del UNSPSC el objeto a contratar está clasificado con el siguiente código: 
 

Clasificación UNSPSC Descripción 

721214 Servicios de construcción de edificios públicos especializados 

 

1 DESCRIPCIÓN DE LA NECESIDAD QUE LA ENTIDAD ESTATAL PRETENDE SATISFACER CON LA 
CONTRATACIÓN. 

 
En el departamento del Cesar, diversos establecimientos educativos oficiales presentan insuficiencia, deterioro 
y limitaciones funcionales de su infraestructura física, afectando las condiciones para la adecuada prestación del 
servicio educativo.  
 
En el corregimiento de Santa Isabel, Curumaní, la I.E. Santa Isabel, con 342 estudiantes en Jornada Única, 
requiere la construcción de aulas y ambientes complementarios; en Gamarra, la I.E. Promoción Social requiere 
la reposición de un bloque afectado por anomalías estructurales; en Astrea, la I.E. Álvaro Araujo Noguera 
presenta limitaciones de espacio; en Pailitas, la I.E. Agropecuario Rosa Jaimes Barrera – Sede San Juan Bosco 
atiende una matrícula de referencia de 163 estudiantes simultáneos y requiere ampliación de su capacidad 
instalada; en Besote, La Gloria, el C.E. Luis Alberto Badillo requiere la construcción de su primera etapa; mientras 
que las I.E. Manuel Rodríguez Torices de San Diego y Jorge Eliécer Gaitán de González requieren obras de 
adecuación y mejoramiento.  
 
Estas condiciones evidencian la necesidad de construir, reponer, ampliar y adecuar espacios educativos, 
conforme a las necesidades de matrícula y a los criterios técnicos de la NTC 4595:2025, con el fin de garantizar 
ambientes seguros, funcionales y adecuados para la comunidad educativa. 
 
Actualmente, De acuerdo con el diagnóstico realizado en las siete (7) instituciones objeto del proyecto, se 
evidenciaron diversas condiciones que afectan su adecuada funcionalidad y seguridad. Algunas presentan 
deficiencias en sus condiciones estructurales y físicas, mientras que otras requieren la demolición total de las 
edificaciones existentes, debido a que sus condiciones actuales no permiten garantizar un adecuado 
comportamiento estructural. Asimismo, se contempla la construcción de nuevas edificaciones desde cero en 
aquellas instituciones donde las condiciones existentes hacen necesario un reemplazo integral de la 
infraestructura, con el propósito de disponer de espacios seguros, funcionales y acordes con las necesidades 
actuales. 
 
Las instituciones educativas objeto de intervención en los municipios de Curumaní, Gamarra, Astrea, Pailitas, 
Besotes (La Gloria), San Diego y González, departamento del Cesar, enfrentan actualmente una capacidad 
instalada insuficiente para atender la creciente demanda educativa de sus respectivas localidades. La 
infraestructura existente, si bien ha permitido el desarrollo de las actividades académicas fundamentales, 
presenta limitaciones significativas frente al número de estudiantes matriculados y las proyecciones de 
crecimiento poblacional en cada uno de estos municipios.  
 
Para la Institución de Promoción Social del Municipio de Gamarra, El diagnóstico patológico del bloque de 
laboratorios y área administrativa de la I.E. Promoción Social de Gamarra (edificación de dos niveles construida 
hacia 1975) revela un deterioro severo y acumulativo provocado por cerca de 50 años de servicio, la falta de 
mantenimiento, la alta humedad ambiental y problemas geotécnicos asociados a su cercanía a la Ciénaga 
Baquero. Las patologías de severidad alta identificadas incluyen asentamientos diferenciales activos que han 
generado grietas diagonales y verticales en muros, pisos y andenes, corrosión avanzada en los aceros de 
refuerzo lisos con pérdida de sección resistente y desprendimientos de concreto, y una elevada vulnerabilidad 
sísmica derivada de haber sido construida antes de la vigencia de normas sismorresistentes en Colombia.  
 
Debido a que la estructura compromete la seguridad de la comunidad educativa y una rehabilitación integral 
resulta técnica y económicamente inviable frente a los costos de reposición, la evaluación concluyó que el 
inmueble superó su vida útil y recomendó su demolición controlada para construir una nueva infraestructura 
acorde con la norma NSR-10. 
 



 
 

 

 

El diagnóstico patológico de la I.E. Agropecuario Rosa Jaimes Barrera – Sede San Juan Bosco en Pailitas 
(edificación de un nivel construida hacia 1996 establece un estado de conservación general entre regular y 
deficiente producto del envejecimiento y la falta de mantenimiento integral. Su afectación más crítica radica en la 
losa de entrepiso proyectada para un segundo nivel que no fue culminado, cuyos aceros expuestos a la 
intemperie presentan corrosión activa de severidad alta, carbonatación del concreto, desprendimientos y 
filtraciones continuas de agua hacia el primer nivel.  
 
Asimismo, se observan fisuras en muros de mampostería derivadas de la falta de elementos de confinamiento 
en esquinas y un desgaste severo en las baldosas de piso. A diferencia de Gamarra, la inspección determinó 
que el inmueble no presenta riesgo de colapso inminente y es técnicamente recuperable, recomendando ejecutar 
un programa integral de rehabilitación (saneamiento anticorrosivo del acero, impermeabilización de placa y 
adecuación de amarres) respaldado por estudios geotécnicos y de vulnerabilidad sísmica bajo la norma NSR-10 
 
Problema Central. 
 

Limitadas condiciones del sistema educativo para el desarrollo de competencias de la población en edad escolar. 

Magnitud actual del problema. 

El departamento del Cesar presenta una problemática histórica de déficit y deterioro de infraestructura educativa, 

que afecta las condiciones necesarias para la prestación adecuada del servicio educativo. Como antecedente 

departamental, se identificó un déficit de 820 aulas, frente al cual el Plan de Infraestructura Educativa proyectó 

atender aproximadamente el 58 % del déficit, mediante la construcción de nuevas aulas y el mejoramiento de 

establecimientos educativos. Esta situación evidencia la persistencia de brechas de infraestructura que requieren 

intervenciones de construcción, reposición y mejoramiento, como las contempladas en las siete instituciones 

objeto del presente proyecto. 

Antecedentes. 

Las instituciones educativas objeto de intervención en los municipios de Curumaní, Gamarra, Astrea, Pailitas, 

Besotes (La Gloria), San Diego y González, departamento del Cesar, han venido prestando el servicio educativo 

a las poblaciones urbanas y rurales de sus respectivas localidades con una infraestructura que, si bien ha 

permitido el desarrollo de las actividades académicas básicas, presenta limitaciones significativas en cuanto a 

capacidad, funcionalidad y adecuación de espacios frente a las necesidades actuales del sistema educativo. El 

crecimiento progresivo de la matrícula y la diversificación de los niveles educativos han puesto en evidencia la 

necesidad de fortalecer la planta física existente en cada una de estas instituciones, que enfrentan desafíos 

particulares según su contexto territorial y poblacional.  

En la actualidad, las instituciones educativas intervenidas concentran la mayor parte de las actividades 

académicas, administrativas y de apoyo en infraestructuras que, en muchos casos, datan de décadas anteriores 

y no han sido objeto de ampliaciones o mejoramientos significativos. Esta situación ha generado una alta 

demanda sobre los espacios disponibles, particularmente en los niveles de educación inicial y en las áreas 

destinadas al personal docente, así como en los servicios sanitarios, los cuales requieren adecuaciones para 

cumplir con los estándares de cobertura, comodidad y funcionalidad necesarios para una adecuada prestación 

del servicio educativo.  

En el corregimiento de Santa Isabel del municipio de Curumaní, la Institución Educativa Santa Isabel requiere la 

construcción de aulas y espacios complementarios en cumplimiento de una Acción Popular que ordena el 

mejoramiento de su infraestructura; En el municipio de Gamarra, la Institución Educativa Promoción Social 

requiere mejoramientos integrales para garantizar condiciones óptimas de funcionamiento. 

En el municipio de Astrea, la Institución Educativa Álvaro Araujo Noguera enfrenta limitaciones de espacio que 

afectan la organización académica y el bienestar de la comunidad educativa; En el municipio de Pailitas, la 

Institución Educativa Agropecuario Rosa Jaimes Barrera Sede San Juan Bosco, carece de una infraestructura 

con capacidad para la totalidad de estudiantes que actualmente se encuentran matriculados; en el corregimiento 

de Besote del municipio de La Gloria, el Centro Educativo Luis Alberto Badillo carece de una infraestructura 

adecuada, lo que hace necesaria la construcción de su primera etapa; En el municipio de San Diego, en la 

Institución Educativa Manuel Rodríguez Torices, requiere obras de adecuaciones a la institución, actualmente su 

estructura se encuentra apta para seguir funcionando; y en el Municipio de González, la Institución Educativa de 

Institución Educativa Jorge Eliécer Gaitán requiere obras de adecuaciones menores a lo largo de sus 

instalaciones educativas. En este contexto, surge la iniciativa de formular y ejecutar el proyecto de 

"MEJORAMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA EDUCATIVA EN DISTINTOS MUNICIPIOS DEL 

DEPARTAMENTO DEL CESAR", como una respuesta técnica e institucional orientada a mejorar la 

infraestructura educativa existente en los siete municipios mediante la construcción, adecuación, ampliación y 

dotación de nuevos espacios, así como el mejoramiento de los existentes.  

Este proyecto se fundamenta en la necesidad de garantizar espacios dignos, seguros y funcionales, que 

contribuyan al fortalecimiento de la calidad educativa, al bienestar de las comunidades escolares y al 

cumplimiento de los lineamientos establecidos por las entidades competentes en materia de infraestructura 

educativa, así como a la materialización de los compromisos adquiridos en el marco de acciones judiciales y 

planes de desarrollo territorial. 

 



 
 

 

 

Justificación. 

La ejecución del proyecto de "MEJORAMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA EDUCATIVA EN DISTINTOS 
MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL CESAR" se justifica por la necesidad de ampliar, adecuar, construir y 
mejorar la infraestructura física existente en los municipios de Curumaní, Gamarra, Astrea, Pailitas, Besotes (La 
Gloria), San Diego y González , con el fin de responder de manera adecuada a la demanda educativa actual y 
futura de cada una de estas localidades. La capacidad instalada actual de las instituciones educativas 
intervenidas ha evidenciado restricciones significativas en la prestación del servicio educativo, afectando la 
calidad de los procesos de enseñanza–aprendizaje y el desarrollo óptimo de las actividades académicas en sus 
diferentes niveles.  

En el corregimiento de Santa Isabel, municipio de Curumaní, se contempla la intervención de la Institución 
Educativa Santa Isabel mediante la construcción de nuevas aulas y espacios complementarios, orientados a 
ampliar y mejorar la capacidad física de la institución y dar cumplimiento a las disposiciones establecidas en la 
Acción Popular relacionada con el mejoramiento de su infraestructura educativa.  

En el municipio de Gamarra, se proyecta la ejecución de obras de mejoramiento integral en la Institución 
Educativa Promoción Social, dirigidas a adecuar y optimizar sus diferentes espacios e instalaciones, con el 
propósito de garantizar condiciones apropiadas de funcionamiento, seguridad, habitabilidad y prestación del 
servicio educativo. En el municipio de Astrea, la intervención de la Institución Educativa Álvaro Araujo Noguera 
estará orientada a la ampliación y adecuación de sus espacios educativos, mediante la generación y optimización 
de ambientes que permitan atender las necesidades de la comunidad educativa, mejorar la organización de las 
actividades académicas y fortalecer las condiciones de bienestar institucional.  

En el municipio de Pailitas, se proyecta la intervención de la Institución Educativa Agropecuario Rosa Jaimes 
Barrera – Sede San Juan Bosco, mediante la construcción y adecuación de infraestructura educativa, con el fin 
de incrementar la capacidad instalada y disponer de ambientes suficientes para atender la población estudiantil 
actualmente matriculada, mejorando las condiciones para el desarrollo de las actividades académicas y 
administrativas. En el corregimiento de Besote, municipio de La Gloria, se contempla la construcción de la primera 
etapa de infraestructura del Centro Educativo Luis Alberto Badillo, destinada a generar espacios educativos 
adecuados y funcionales que permitan fortalecer progresivamente la prestación del servicio educativo y atender 
las necesidades actuales de la comunidad.  

En el municipio de San Diego, se plantea la ejecución de obras de adecuación y mejoramiento en la Institución 
Educativa Manuel Rodríguez Torices, interviniendo los espacios e instalaciones que requieren optimización, sin 
que ello implique la sustitución de la estructura existente, la cual actualmente presenta condiciones aptas para 
continuar en funcionamiento.  

Finalmente, en el municipio de González, se proyecta la ejecución de obras de adecuación y mejoramiento menor 
en la Institución Educativa Jorge Eliécer Gaitán, orientadas a intervenir diferentes áreas de sus instalaciones 
educativas para optimizar sus condiciones físicas, funcionales y de uso, contribuyendo al adecuado desarrollo 
de las actividades académicas y al bienestar de la comunidad educativa.  

De igual manera, el proyecto se justifica desde el enfoque de calidad educativa y bienestar de las comunidades 
escolares, dado que contempla, según las necesidades particulares de cada municipio, la construcción y 
adecuación de ambientes específicos para el nivel de preescolar, espacios funcionales para el personal docente, 
baterías sanitarias con capacidad suficiente, así como la dotación de mobiliario y equipos necesarios para el 
adecuado funcionamiento de cada institución. Estos espacios son fundamentales para atender las necesidades 
propias de la primera infancia, fortalecer el desempeño docente y asegurar condiciones dignas de salubridad, 
comodidad y funcionalidad en todas las sedes educativas intervenidas. La ausencia o insuficiencia de estos 
ambientes limita la implementación de estrategias pedagógicas apropiadas y afecta el entorno educativo, por lo 
cual su construcción, adecuación y ampliación representa una intervención prioritaria para el mejoramiento de 
las condiciones de aprendizaje y trabajo en las instituciones educativas de la región. Finalmente, la justificación 
del proyecto se enmarca en los objetivos de desarrollo social y educativo de los municipios de Curumaní, 
Gamarra, Astrea, Pailitas, Besotes (La Gloria), San Diego y González, así como del departamento del Cesar, 
orientados a garantizar el acceso a una educación inclusiva, equitativa y de calidad para toda la población del 
territorio.  

La inversión en infraestructura educativa constituye un factor estratégico para el desarrollo territorial, en tanto 
contribuye a la formación integral de la población estudiantil, al fortalecimiento institucional y a la reducción de 
brechas en el acceso a servicios educativos adecuados, especialmente en las zonas rurales y de difícil acceso. 

 En este sentido, el proyecto se presenta como una acción pertinente y necesaria para el mejoramiento de las 
condiciones educativas y el progreso social de las comunidades de Curumaní, Gamarra, Astrea, Pailitas, Besotes 
(La Gloria), San Diego y González, en consonancia con las políticas públicas departamentales y nacionales en 
materia educativa, así como con los compromisos adquiridos en el marco de acciones judiciales y planes de 
desarrollo territorial. 

Objetivos del Proyecto de Inversión. 

Objetivo General. 

Mejorar las condiciones del sistema educativo para el desarrollo de competencias de la población en edad 

escolar. 



 
 

 

 

Objetivos Específicos. 

• Contar con espacios adecuados para una formación integral. 

• Incrementar la disponibilidad de infraestructura. 

• Reducir el índice de infraestructura educativa que no cumple con lineamientos y estándares técnicos de calidad. 

Alcance del Proyecto. 

1. Curumaní 

El alcance de la intervención en la Institución Educativa Santa Isabel se concibe como un proyecto integral 

estructurado en tres acciones fundamentales: la demolición selectiva de las edificaciones antiguas que presentan 

afectaciones físicas y estructurales, la conservación e integración de la infraestructura existente que se encuentra 

en buenas condiciones funcionales correspondiente al Bloque 1 de aulas y al restaurante escolar, y la ejecución 

de nuevas obras compuestas por cuatro bloques principales destinados al Área Administrativa (Bloque 2), Aulas 

de Secundaria (Bloque 3), Aulas de Primaria (Bloque 4) y Biblioteca con ambientes pedagógicos especializados 

(Bloque 5). Todo el conjunto se articula mediante obras complementarias de espacio público y servicios, como 

un patio de banderas, circulaciones peatonales y conectores, baterías sanitarias, cuarto eléctrico y un sistema 

séptico integrado. 

 

2. Gamarra 

 

El alcance arquitectónico para la Institución Educativa Promoción Social en el municipio de Gamarra contempla 

la construcción de un nuevo bloque educativo de dos pisos y la ejecución de diversas obras complementarias de 

infraestructura, accesibilidad y urbanismo. En el primer nivel del nuevo bloque, las actividades comprenden la 

edificación de aulas de primaria, un aula de informática, el área destinada a administración y profesores, una 

batería sanitaria y el núcleo de escaleras. En el segundo nivel, las obras incluyen la construcción de aulas 

adicionales de primaria, una sala de arte, un aula de bilingüismo, un laboratorio de química, una batería sanitaria 

y el área de escaleras. De manera complementaria, la intervención abarca actividades preliminares y de 

adecuación del sitio como el cerramiento provisional, localización, trazado, descapote, nivelación del predio y 

manejo de tráfico, acompañadas por la demolición y desmonte de andenes, bordillos, pisos, graderías, postes y 

redes eléctricas existentes que interfieren con la obra. Asimismo, comprende la construcción de obras de 

urbanismo e inclusión mediante senderos peatonales, andenes y rampas diseñadas bajo normativa de 

accesibilidad universal, junto con la adecuación de las redes de drenaje superficial y la optimización de las redes 

eléctricas, hidráulicas y sanitarias. 

 

3. Astrea 

 

El alcance arquitectónico para la Institución Educativa Álvaro Araujo Noguera en el municipio de Astrea se 

concibe como una intervención de carácter predominantemente urbanístico y de accesibilidad, enfocada en el 

mejoramiento de los espacios exteriores y en la articulación funcional del plantel, sin contemplar la construcción 

de nuevos bloques académicos ni la sustitución de las edificaciones actuales. En consecuencia, la infraestructura 

académica y administrativa existente, así como el comedor, la cafetería y el polideportivo preexistentes, se 

conservan e integran plenamente al nuevo esquema como soporte del funcionamiento institucional. 

 

En el sector de ingreso y soporte técnico, las actuaciones principales comprenden la reorganización integral del 

acceso peatonal y vehicular, la edificación de una nueva garita de control y vigilancia, la adecuación de zonas 

organizadas para estacionamiento y la construcción de un cuarto eléctrico independiente que acompaña la 

reubicación coordinada de la subestación eléctrica existente. 

 

En materia de movilidad, accesibilidad y adecuación del predio, el proyecto abarca la conformación de un sistema 

continuo de circulaciones exteriores mediante andenes, superficies peatonales, rampas, escaleras, descansos y 

bordillos diseñados para salvar los desniveles del terreno y eliminar barreras físicas entre las edificaciones. 

Asimismo, el alcance incluye la consolidación del patio escolar como espacio colectivo de encuentro, el desarrollo 

de una zona lúdica adaptada para actividades recreativas infantiles, la ejecución de tramos de cerramiento 

perimetral, la optimización de los sistemas de drenaje superficial de aguas lluvias para prevenir empozamientos, 

y la intervención paisajística mediante jardineras y la conservación del arbolado existente —especialmente los 

árboles de mango— para proveer sombra y confort térmico. 

 

4. Pailitas 

 

El alcance arquitectónico para el Colegio San Juan Bosco en el municipio de Pailitas contempla la construcción 

de un nuevo bloque educativo de dos niveles y la ejecución de obras complementarias de urbanismo, 

accesibilidad universal y adecuación de redes de soporte. 

 



 
 

 

 

El programa del nuevo bloque contempla la edificación de aulas de primaria, aulas de preescolar, un área de 

comedor con su correspondiente cocina, sala de profesores, baterías sanitarias generales, baño exclusivo para 

docentes, áreas de aseo y núcleos de escaleras para la conexión vertical de los pisos. 

 

De manera complementaria, la intervención abarca actividades preliminares y de adecuación del terreno que 

incluyen el cerramiento provisional, localización, trazado, replanteo, descapote manual, conformación del 

campamento, instalación de la valla del proyecto, nivelación del predio, retiro de material sobrante y control de 

tráfico. Igualmente, se efectúan demoliciones y desmontes de andenes, bordillos, pisos, graderías, postes y redes 

eléctricas preexistentes que interfieren con el desarrollo del proyecto. Por último, se ejecutan obras de urbanismo 

e inclusión mediante la construcción de andenes, senderos y circulaciones peatonales, rampas de accesibilidad 

universal, cerramientos perimetrales, adecuación de zonas verdes y de esparcimiento, junto con la optimización 

de los sistemas de drenaje pluvial superficial y la actualización de las redes hidrosanitarias y eléctricas. 

 

5. Besotes 

 

El alcance arquitectónico para el Centro Educativo Luis Alberto Badillo en el corregimiento de Besotes, municipio 
de La Gloria, contempla la construcción desde cero de una nueva sede educativa integral estructurada bajo el 
concepto de campus, compuesta por siete bloques funcionales independientes, áreas técnicas y espacios 
exteriores de articulación. 

 

En los bloques dedicados a la gestión institucional y a la enseñanza, la intervención abarca la construcción del 
área administrativa (Bloque 1) con ambientes para dirección, coordinación académica y secretaría; dos bloques 
destinados a aulas de primaria (Bloques 2 y 3) y un bloque para aulas de secundaria (Bloque 4); un bloque para 
preescolar concebido de forma independiente con directa relación a zonas exteriores inmediatas (Bloque 7); y un 
bloque destinado a la biblioteca y ambientes pedagógicos especializados que agrupa laboratorio integrado, aula 
de sistemas y zonas de consulta o trabajo en grupo (Bloque 6). 

 

En materia de servicios y soporte técnico, el proyecto incluye la edificación del restaurante escolar (Bloque 5), 
conformado por el comedor, cocina, depósito de refrigerios y baño-vestier para el personal de cocina, así como 
la construcción de un cuarto eléctrico independiente para el control y la operación de las instalaciones. 

 

De manera complementaria, la intervención abarca la articulación del campus mediante la conformación de 
accesos independientes para peatones y vehículos que ordenan los flujos de ingreso, la consolidación del patio 
de banderas como espacio cívico de encuentro, el desarrollo de una red continua de circulaciones peatonales 
exteriores, y la implementación de cubiertas inclinadas con aleros y corredores protegidos que favorecen la 
ventilación cruzada y el confort térmico pasivo. 

 

6. San Diego 

 

El alcance arquitectónico para la Institución Educativa Manuel Rodríguez Torices en el municipio de San Diego 
contempla la construcción de nuevas aulas de clase y la ejecución de obras complementarias de urbanismo, 
accesibilidad e infraestructura técnica. La intervención está orientada a ampliar la capacidad física instalada del 
plantel y optimizar la articulación funcional entre las nuevas edificaciones y los espacios preexistentes. 

 

Dentro de los nuevos módulos proyectados, las actividades abarcan la edificación de aulas escolares destinadas 
al desarrollo de las actividades académicas, un área para la sala de profesores, zonas libres cubiertas para el 
bienestar de la comunidad educativa y baterías sanitarias. 

 

De manera complementaria, el proyecto contempla actividades preliminares y de preparación del sitio que 
incluyen el cerramiento provisional, localización, trazado, replanteo, descapote manual, conformación del 
campamento, instalación de la valla institucional, nivelación del terreno, retiro de material sobrante y manejo de 
tráfico. 

 

Asimismo, se llevan a cabo la demolición y desmonte de andenes, bordillos, pisos, graderías, postes y redes 
eléctricas existentes que interfieren con el trazado de la obra. 

 

7. González 

 

El alcance del proyecto para el municipio de González se concibe como una intervención enfocada 
exclusivamente en obras de adecuación y mantenimiento de detalle, orientadas al acondicionamiento funcional 
y estético de la infraestructura existente, sin contemplar la construcción de nuevos bloques ni ampliaciones 
estructurales. 

 

En materia de instalaciones técnicas, las actuaciones comprenden el acondicionamiento, reparación y 
reubicación de los puntos hidráulicos y sanitarios necesarios para garantizar el suministro continuo de agua 
potable y la correcta evacuación de desagües en las áreas de servicio. De igual manera, se lleva a cabo la 
actualización, reparación y adecuación de los puntos eléctricos, acometidas menores, tomacorrientes, 
interruptores y luminarias, garantizando circuitos seguros y eficientes para la operación de la institución. 

 

En cuanto a la renovación de los ambientes interiores y exteriores, las labores abarcan la instalación, reposición 
y resane de cielos rasos para mejorar el confort térmico, el aislamiento acústico y la presentación visual de los 



 
 

 

 

espacios educativos. Estas acciones se complementan con trabajos de pintura y acabados, los cuales incluyen 
la preparación de superficies, el resane de muros y la aplicación de pintura de alta resistencia en paredes 
interiores y fachadas, restaurando íntegramente la calidad estética e higiénica del establecimiento. 

 

Localización del proyecto. 

 

El proyecto se ejecutará en los Municipios de Curumaní, Gamarra, Astrea, Pailitas, la Gloria, San Diego y 
González en el Departamento del Cesar . 

 

• Municipio de Curumani. 

 

El predio seleccionado para la implantación de la presente propuesta está ubicado en el corregimiento de Santa 
Isabel, zona rural del municipio de Curumaní, departamento del Cesar. La Institución Educativa Santa Isabel se 
encuentra en el área rural del municipio, en una zona de acceso que requiere la construcción de aulas y espacios 
complementarios en cumplimiento de la Acción Popular que ordena el mejoramiento de la infraestructura 
educativa. 

 

 
 

 

• Municipio de Gamarra. 

 

El predio seleccionado para la implantación de la presente propuesta está ubicado en el área urbana del municipio 
de Gamarra, departamento del Cesar. La Institución Educativa Promoción Social se encuentra en la cabecera 
municipal, en una zona de fácil acceso y con condiciones adecuadas para el desarrollo de las actividades 
educativas, requiriendo el mejoramiento integral de su infraestructura. 

 

 
 

• Municipio de Astrea. 

 

El predio seleccionado para la implantación de la presente propuesta está ubicado en el Municipio de Astrea, 
Departamento del Cesar. 

 



 
 

 

 

 
 

 

• Municipio de Pailitas. 

 

El predio seleccionado para la implantación de la presente propuesta está ubicado en el área urbana del municipio 
de Pailitas, departamento del Cesar. La Institución Educativa San Juan Bosco se encuentra en la cabecera 
municipal, en una zona de fácil acceso y con condiciones adecuadas para el desarrollo de las actividades 
educativas, requiriendo la construcción y mejoramiento de su infraestructura básica. 

 

 
 

 

 

• Municipio de la Gloria. 

 

El predio seleccionado para la implantación de la presente propuesta está ubicado en el corregimiento de Besote, 
zona rural del municipio de La Gloria, departamento del Cesar. El Centro Educativo Luis Alberto Badillo se 
encuentra en el área rural del municipio, en una zona que requiere la construcción de su primera etapa para 
garantizar el acceso a la educación de la población infantil y juvenil del corregimiento. 

 

 
 

 

• Municipio de San Diego. 

 



 
 

 

 

El predio seleccionado para la implantación de la presente propuesta está ubicado en el municipio de San Diego, 
departamento del Cesar. La Institución Educativa Manuel Rodríguez Torices se encuentra en el área urbana del 
municipio. 

 

 
 

• Municipio de González 

 

El predio seleccionado para la implantación de la presente propuesta está ubicado en el municipio de González, 
departamento del Cesar. La Institución Educativa Jorge Eliecer Gaitán se encuentra en el área urbana del 
municipio. 

 

 
 

 

 

 

 

2 OBJETO. 

Realizar el MEJORAMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA EDUCATIVA EN DISTINTOS MUNICIPIOS DEL 
DEPARTAMENTO DEL CESAR, según detalle señalado en la descripción de la necesidad, del presente estudio 
previo. 
 
“Son contratos de obra los que celebren las entidades estatales para la construcción, mantenimiento, instalación 
y, en general, para la realización de cualquier otro trabajo material sobre bienes inmuebles, cualquiera que sea 
la modalidad de ejecución y pago”. 
 

4. ESPECIFICACIONES TÉCNICAS 

 
Las especificaciones técnicas que deben considerarse para asegurar la adecuada ejecución de cada una de las 
actividades que hacen parte del presupuesto del proyecto, se adjuntan al presente documento en medio físico y 
digital. 

Las especificaciones técnicas se encuentran en los mismos anexos de presupuesto, y especificaciones 
particulares publicado junto con este estudio previo en el portal único de contratación, esto es 
www.colombiacompra.gov.co y www.contratos.gov.co. 
 
 

5. DOCUMENTOS TÉCNICOS PARA EL DESARROLLO DEL OBJETO 
 

• Memorias de diseño (Anexos) 

http://www.contratos.gov.co/


 
 

 

 

• Planos de Construcción (Anexos) 

• Especificaciones técnicas (Anexos) 
 

6.   PLAZO 

 
El plazo estimado para la ejecución del presente contrato será de doce (12) Meses, contados a partir de la 
suscripción del acta de inicio, previo el cumplimiento de los requisitos de perfeccionamiento y ejecución y 
aprobación de los documentos previstos en el Pliego de Condiciones. 

 
 
7. DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL. 
 
El Departamento del Cesar cuenta con certificado de disponibilidad presupuestal. 
 
 
8. VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO   
 
El valor estimado del contrato es de CUARENTA Y TRES MIL TRESCIENTOS CINCUENTA Y OCHO 
MILLONES CUATROCIENTOS ONCE MIL SETECIENTOS ONCE PESOS MCTE ($43.358.411.711,00). 
 
Valores que incluyen: el precio básico de las obras a construir, el valor del AIU. (A: Administración, Imprevistos, 
Utilidad y demás gastos de legalización del contrato). 
 
El valor total corregido de las ofertas presentadas, no podrá exceder el valor del presupuesto oficial establecido 
anteriormente; pues de lo contrario la oferta será rechazada. 
 
En cumplimiento de lo dispuesto en el Artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 determina que los estudios 
y documentos previos son el soporte para elaborar el proyecto de pliegos, los pliegos de condiciones, y el 
contrato. Y cuando el valor del contrato esté determinado por precios unitarios, la Entidad Estatal debe incluir la 
forma como los calculó y soportar sus cálculos de presupuesto en la estimación de aquellos 
  
Por tal razón, se anexa y publica en la página del SECOP II los documentos soportes del calculo del valor del 
futuro contrato, cuyo procedimientos y variables que se tuvieron en cuenta son: 
 
Se hicieron las investigaciones y estudios de Mercado del valor de los materiales e insumos requeridos para la 
ejecución de las obras, elaborando la lista de precios unitarios mas favorable para la entidad, que garantizara la 
calidad y cantidad, así como la garantía de disponibilidad requerida para la ejecución de las obras, lista de precios 
que incluyen el IVA, cargue, descargue, entongada y transporte hasta el lugar de las obras, así como las tarifas 
de los equipos, valor de herramientas requeridas y de la mano de obra de la zona tanto la mano de obra no 
calificada en la zona de influencia, así como de la mano de obra especializada. 
 
En base de la lista de estos insumos, se procede a elaborar los respectivos análisis de precios unitarios de todos 
y cada uno de los ítems que constituyen el objeto a contratar, en el cual de acuerdo de las especificaciones 
técnicas y a los planos de detalles, se calculan las cantidades requeridas con sus respectivos desperdicios, y los 
valores de los materiales y demás insumos puestos en obra, e igualmente las herramientas y equipos requeridos, 
teniendo en cuenta las tarifas horarias que rigen en el Mercado y los rendimientos usuales acorde con la posible 
vetustez del equipo disponible en la zona, la pericia del operador y de los catálogos de la casa matriz del equipo 
correspondiente, igualmente se calcula la mano de obra, teniendo en cuenta la constitución de las cuadrillas, 
personal técnico, operativo y de apoyo, con sus salarios acorde con las normas laborales que rigen a la fecha en 
Colombia, sus recargos, ventajas salariales, y teniendo en cuenta los rendimientos lógicos obtenidos, controlando 
los precios unitarios por unidad de medida que rigen en la zona, o los usuales que cancelan las empresas 
similares en el lugar de ejecución del contrato, estos valores se multiplican con las cantidades calculadas del 
proyecto, según el Formato de Presupuesto oficial, y se adicionan los costos indirectos. 
 
Los costos indirectos son los usuales que rigen en esta clase de contrato, sin exceder el porcentaje del valor del 
Costo Directo contemplado en el presupuesto oficial, de manera que contienen lo siguiente: Para la 
Administración se incluyen los costos de los impuestos, contribuciones y deducciones aplicados a los pagos de 
la obra, de manera que incluye los costos de las diferentes estampillas municipales o departamentales y la 
contribución especial, los impuestos de la retención de la Fuente, Autorretención al impuesto sobre la renta e 
ICA, los impuestos de renta, costos del personal mínimo profesional y administrativo, así como los costos de 
Almacenista, celadores, inspectores, apuntadores etc., requeridos para su ejecución, los costos de campamento, 
oficinas, servicios públicos, vehículo o transporte de personal, pruebas de laboratorio de materiales, seguridad 
industrial e higiene, sistemas de calidad, pólizas, papelería, fotografías, legalización contrato, elaboración de 
propuesta etc., 
 
Además de lo anterior, se tienen en cuenta los posibles costos de imprevistos, para poder cobijar las perdidas de 
tiempo por mítines y huelgas del personal, lluvias, perdida de materiales por lluvia, ajustes de precios, intereses 
por endosos de cuentas, por prestamos bancarios, financiación y retardo en los pagos durante la ejecución de 
las obras y otras eventualidades que se puedan  presentar, teniendo en cuenta un porcentaje mínimo del Costo 
Directo, e igualmente las presuntas utilidades esperadas consideradas del Costo Directo. 
 
Forma de pago 
 
La forma de pago del contrato derivado del presente proceso estará determinada por el sistema de precios 
unitarios pactados, sin cláusula de reajuste. 



 
 

 

 

 

La Entidad cumplirá la obligación de pago, así: 

 

- NOVENTA Y OCHO POR CIENTO (98%) del valor del contrato se pagará en actas parciales de 
ejecución según el porcentaje de avance por obra ejecutada, revisada, aceptada y recibida a 
satisfacción por parte de la interventoría 

 

 

- DOS POR CIENTO (2%) del valor del contrato dentro de los 30 días siguientes a la suscripción de la 
Liquidación del Contrato por parte del Contratista, de la Interventoría y de la Entidad Contratante; previa 
entrega de los siguientes documentos: i) Informe final de ejecución del contrato; ii) Acta de Terminación 
del Contrato y entrega de la Obra suscrita por el contratista, el interventor y el supervisor designado por 
la entidad; iii) Planos record aprobados por la interventoría en medio físico y magnético; iv) Póliza de 
Estabilidad de la Obra y demás pólizas que requieran ser actualizadas; v) Registro fotográfico y 
audiovisual definitivo evidenciando la condición inicial y final de las obras clasificadas en los subgrupos 
y vi) La constancia del pago del período correspondiente de los aportes a seguridad social y parafiscales 
del personal vinculado laboralmente. 

 

NOTA: Para efecto de la realización de los pagos parciales por avance de obra, corresponderá al Contratista 
presentar Actas Parciales de Ejecución de Obra, firmadas por el contratista, el residente y director de obra y 
aprobadas por el interventor, el supervisor y el Secretario de Infraestructura, en el que se deje constancia: i) Del 
porcentaje de las obras ejecutadas; ii) Del programa de inversión financiera y de actividades de la obra y iii) La 
constancia del pago del período correspondiente de los aportes a seguridad social y parafiscales del personal 
vinculado laboralmente con el CONTRATO. Las obras que entregue el contratista deberán cumplir con las 
especificaciones que el proyecto contiene o las pre escritas a nivel nacional. 

 

Las cantidades de obra y valores consignados en las respectivas Actas de obra, son de responsabilidad exclusiva 
del Interventor y del Contratista. 

 

EL CONTRATISTA deberá radicar en la dependencia competente del Departamento las correspondientes 
facturas de pago, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes al recibo de las actas de obra debidamente 
aprobadas por la entidad, y esta las pagará dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes a la fecha de 
presentación de las mismas o, si a ello hubiere lugar, dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes a la fecha 
en que el CONTRATISTA subsane las glosas que formule. Si el contratista no presenta la cuenta con sus soportes 
respectivos, dentro de la vigencia fiscal correspondiente, no podrá hacer ninguna reclamación judicial o 
extrajudicial de actualizaciones, intereses o sobrecostos sobre el valor de la cuenta. 

 

La Entidad no se hace responsable por las demoras presentadas en el trámite para el pago al Contratista cuando 
ellas fueren ocasionadas por encontrarse incompleta la documentación de soporte o no ajustarse a cualquiera 
de las condiciones establecidas en el presente Contrato.  

 

La Entidad hará las retenciones a que haya lugar sobre cada pago, de acuerdo con las disposiciones legales 
vigentes sobre la materia.  

 

El Contratista deberá acreditar para cada pago derivado del contrato, que se encuentran al día en el pago de 
aportes parafiscales relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF y 
Cajas de Compensación Familiar, cuando corresponda. 

 
ANTICIPO 
 
Para el presente proceso de selección la entidad no ha contemplado la entrega de anticipo. 
 
Justificación de la no entrega. 
 
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 25 numeral 18 y 40 de la Ley 80 de 1993, el artículo 27 de la 
Ley 1150 de 2007, y el Decreto 1082 de 2015, el anticipo constituye una herramienta de carácter excepcional 
cuyo otorgamiento debe responder a la naturaleza del contrato, a las condiciones técnicas de ejecución y a la 
disponibilidad presupuestal de la entidad. 
 
En el presente proceso contractual, una vez realizado el análisis técnico, financiero y operativo del objeto a 
contratar, se determina que no resulta necesario otorgar anticipo al contratista, en razón a que la ejecución del 
contrato no implica una inversión inicial significativa ni la adquisición inmediata de bienes o materiales que exijan 
liquidez previa. 
La programación técnica de actividades y la estructura de pagos definida en el cronograma de ejecución permiten 
que los desembolsos se efectúen por de las obras ejecutadas, debidamente certificados por el supervisor o 
interventor del contrato, garantizando de esta manera el equilibrio financiero y la adecuada trazabilidad del uso 
de los recursos públicos. 
 
Desde el punto de vista jurídico, la decisión de no otorgar anticipo se enmarca en los principios de planeación, 
economía, eficiencia, transparencia y responsabilidad fiscal que orientan la función contractual del Estado. Esta 
medida contribuye a minimizar riesgos asociados al manejo y destinación indebida del anticipo, al tiempo que 
promueve una ejecución contractual más controlada y ajustada al cumplimiento efectivo de las obligaciones 
pactadas. 
 



 
 

 

 

9.   CONDICIONES TÉCNICAS: 

La ejecución del proyecto MEJORAMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA EDUCATIVA EN DISTINTOS 
MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL CESAR, está prevista en una sola etapa.  
 

10. FUNDAMENTOS JURÍDICOS QUE SOPORTAN LA MODALIDAD DE SELECCIÓN. 
 
De conformidad con el inciso primero del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 94 de la 
Ley 1474 de 2011, las entidades seleccionarán a los contratistas a través de las modalidades de Licitación 
pública; Selección abreviada; Concurso de méritos; Contratación directa; y, Mínima cuantía. 
 
La determinación de emplear cualquiera de las modalidades en comento, obedece entre otros, a unos criterios 
claramente establecidos, relacionados con las características del objeto del contrato, su tipología, el sujeto que 
se selecciona para su celebración, la cuantía, las circunstancias de la contratación, la clase de bienes o servicios 
a adquirir, o su destinación, entre otros factores. No obstante lo anterior, el numeral 1º del artículo mencionado, 
dispone que “la escogencia del contratista se efectuará por regla general a través de licitación publica”, con las 
excepciones que se señalan para hacerlo mediante el resto de modalidades, que se enuncian en los numerales 
2,3,4 y 5 del mismo artículo.  
 
La contratación que se pretende celebrar no se encuentra dentro de ninguna de las excepciones que se señalan 
en los numerales 2, 3, 4 y 5 del plurimencionado artículo, por lo que el Departamento, atiende solo a la cuantía 
estimada del contrato como factor para decidir la modalidad de selección de contratista que utilizará, teniendo en 
cuenta los siguientes aspectos:  
 
En los contratos de obras el criterio que impera para establecer la modalidad de selección de contratistas se 
fundamenta en el FACTOR CUANTÍA, donde el presupuesto del contrato es preponderante para su realización. 
Así las cosas, por regla general la selección de un contratista para la ejecución de un contrato de obra, deberá 
hacerse, por LICITACIÓN PÚBLICA. Al no estar el departamento, incluido en la clase de sujetos de derecho 
público que por su naturaleza goza de procedimientos especiales para realizar sus contrataciones, y al no ser el 
contrato de obra uno de aquellos objetos especiales que se contraten a través de procedimientos especiales, el 
presente contrato deberá ser contratado mediante la ejecución de modalidades de selección que tengan como 
principio general LA CUANTÍA, y cuya determinación, según enseñó el derogado artículo 24º numeral 1º de la 
ley 80 de 1993, y ahora el literal b.) del numeral 2º del artículo 2º de la ley 1150 de 2007, es directamente 
proporcional al presupuesto del contrato y de la entidad que lo pretende celebrar. Dada la estimación del 
presupuesto oficial del departamento expresado en SMLMV, nos indica que se podrá contratar por menor cuantía 
los contratos cuyo valor no superen los 650 SMMLV, por lo que conocido que el valor del presupuesto oficial 
estimado para el proyecto que se pretende adelantar asciende a CUARENTA  TRES MIL TRESCIENTOS 
CUARENTA Y TRES MIL TRESCIENTOS CINCUENTA Y OCHO MILLONES CUATROCIENTOS ONCE MIL 
SETECIENTOS ONCE PESOS MCTE ($43.358.411.711,00), este monto supera el límite presupuestal fijado por 
la norma citada para la menor cuantía, por ello la escogencia del contratista deberá adelantarse mediante el 
proceso de selección por LICITACIÓN PÚBLICA. Conforme a lo anterior, al presente proceso de selección son 
aplicables las normas que rigen la LICITACIÓN PÚBLICA, conforme lo preceptuado en la Ley 80 de 1993; Ley 
1150 de 2007; Título I, Capítulo V, Artículo 2.2.1.2.1.1.1. y s.s. del Decreto único reglamentario 1082 de 2015 y 
demás normas que le adicionen, complementen o regulen. 
 
 

10.1  JUSTIFICACIÓN DE LOS FACTORES DE SELECCIÓN. 
 
El procedimiento de selección del contratista está sometido a los principios de transparencia, selección objetiva 
e igualdad de derechos y oportunidades de los que se deriva la obligación de someter a todos los oferentes a las 
mismas condiciones definidas en la ley y en el pliego de condiciones. 
 
Cabe recordar que los pliegos de condiciones forman parte esencial del contrato; son la fuente de derechos y 
obligaciones de las partes y elemento fundamental para su interpretación e integración, pues contienen la 
voluntad de la administración a la que se someten los proponentes durante la selección y el oferente favorecido 
durante el mismo lapso y, más allá, durante la vigencia del contrato. 
 
El numeral 2º del artículo 5º de la Ley 1150 de 2007 estipula que: “La oferta más favorable será aquella que, 
teniendo en cuenta los factores técnicos y económicos de escogencia y la ponderación precisa y detallada de los 
mismos, contenida en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, resulte ser la más ventajosa para la entidad, 
sin que la favorabilidad la constituyan factores diferentes a los contenidos en dichos documentos. (…)” 
 
En la licitación y la selección abreviada de menor cuantía, la Entidad Estatal debe determinar la oferta más 
favorable teniendo en cuenta: (a) la ponderación de los elementos de calidad y precio soportados en puntajes o 
fórmulas o (b) la ponderación de los elementos de calidad y precio que representen la mejor relación de costo-
beneficio. 
 
En las experiencias adoptadas por la Entidad para el contrato de objeto, la mejor alternativa a aplicar es la de la 
ponderación de los elementos de calidad y precio soportados en puntajes y fórmulas, tal como se señalará en 
los pliegos de condiciones. 
 
Los pliegos de condiciones establecen como criterios de calificación los aspectos de calidad y precio, a través de 
los cuales se busca que la Entidad escoja un proponente que cumpla con las condiciones jurídicas, financieras y 
técnicas que garanticen el cumplimiento del objeto contractual. 
 



 
 

 

 

La escogencia estará basada en el principio de Selección Objetiva establecido en la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 
de 2007, y sus decretos reglamentarios, en especial el Decreto 1082 de 2015. 
 
De acuerdo con el artículo 5º de la ley 1150 de 2007, modificado por el art. 88, Ley 1474 de 2011. La  oferta más 
favorable será aquella que, teniendo en cuenta los factores técnicos y económicos de escogencia y la 
ponderación precisa y detallada de los mismos, contenida en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, 
resulte ser la más ventajosa para la entidad, sin que la favorabilidad la constituyan factores diferentes a los 
contenidos en dichos documentos. En los contratos de obra pública, el menor plazo ofrecido no será objeto de 
evaluación. La entidad efectuará las comparaciones del caso mediante el cotejo de los ofrecimientos recibidos y 
la consulta de precios o condiciones del mercado y los estudios y deducciones de la entidad o de los organismos 
consultores o asesores designados para ello. 
 
3.  Sin perjuicio de lo previsto en el numeral 1 del presente artículo, en los pliegos de condiciones para las 
contrataciones cuyo objeto sea la adquisición o suministro de bienes y servicios de características técnicas 
uniformes y común utilización, las entidades estatales incluirán como único factor de evaluación el menor precio 
ofrecido. 
 
4.  En los procesos para la selección de consultores se hará uso de factores de calificación destinados a valorar 
los aspectos técnicos de la oferta o proyecto. De conformidad con las condiciones que señale el reglamento, se 
podrán utilizar criterios de experiencia específica del oferente y del equipo de trabajo, en el campo de que se 
trate. 
 
En ningún caso se podrá incluir el precio, como factor de escogencia para la selección de consultores. 
 
Parágrafo 1°. La ausencia de requisitos o la falta de documentos referentes a la futura contratación o al 
proponente, no necesarios para la comparación de las propuestas no servirán de título suficiente para el rechazo 
de los ofrecimientos hechos. En consecuencia, todos aquellos requisitos de la propuesta que no afecten la 
asignación de puntaje, podrán ser solicitados por las entidades en cualquier momento, hasta la adjudicación. No 
obstante lo anterior, en aquellos procesos de selección en los que se utilice el mecanismo de subasta, deberán 
ser solicitados hasta el momento previo a su realización. 
 
Parágrafo 2°. Las certificaciones de sistemas de gestión de calidad no serán objeto de calificación, ni podrán 
establecerse como documento habilitante para participar en licitaciones o concursos. Declarado EXEQUIBLE 
por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-942 de 2008 
 
Este principio de selección objetiva se garantizará con la elección del ofrecimiento más favorable a la entidad y 
a los fines que ella busca, teniendo en cuenta los factores técnicos y económicos de escogencia y la ponderación 
precisa y detallada de los mismos, contenida en los pliegos de condiciones, sin que la favorabilidad la constituyan 
factores diferentes a los contenidos en dicho documentos, tales como factores de afecto o de interés y, en general 
cualquier clase de motivación subjetiva (Ley 1150 de 2007, Artículo 5, numeral 2). 
 

11. Criterios de selección referidos a condiciones y calidades de los proponentes. 
 

11.1  Requisitos habilitantes 
 

Para la determinación de los requisitos habilitantes, que deben ser acreditados por parte de los proponentes, la 
entidad ha procedido de conformidad con lo establecido en el Decreto 1082 de 2015, que señala: 
 

“Determinación de los Requisitos Habilitantes. La Entidad Estatal debe establecer los 
requisitos habilitantes en los pliegos de condiciones o en la invitación, teniendo en cuenta: (a) el 
Riesgo del Proceso de Contratación; (b) el valor del contrato objeto del Proceso de Contratación; 
(c) el análisis del sector económico respectivo; y (d) el conocimiento de fondo de los posibles 
oferentes desde la perspectiva comercial. La Entidad Estatal no debe limitarse a la aplicación 
mecánica de fórmulas financieras para verificar los requisitos habilitantes”. 
 

11.2  Capacidad jurídica. 
 
El procedimiento de selección del contratista está sometido a los principios de transparencia, selección objetiva 
e igualdad de derechos y oportunidades de los que se deriva la obligación de someter a todos los oferentes a las 
mismas condiciones definidas en la ley y en el pliego de condiciones. 
 
Cabe recordar que los pliegos de condiciones forman parte esencial del contrato; son la fuente de derechos y 
obligaciones de las partes y elemento fundamental para su interpretación e integración, pues contienen la 
voluntad de la administración a la que se someten los proponentes durante la licitación y el oferente favorecido 
durante el mismo lapso y, más allá, durante la vigencia del contrato. 
 
El numeral 2º del artículo 5º de la Ley 1150 de 2007 estipula que: “La oferta más favorable será aquella que, 
teniendo en cuenta los factores técnicos y económicos de escogencia y la ponderación precisa y detallada de los 
mismos, contenida en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, resulte ser la más ventajosa para la entidad, 
sin que la favorabilidad la constituyan factores diferentes a los contenidos en dichos documentos. (…)” 
 
Pues bien, el literal a) del inciso segundo del artículo 26 del Decreto No. 1082 de 2015, consagra que:   
 
“La entidad estatal debe determinar la oferta más favorable teniendo en cuenta las normas aplicables a cada 
modalidad de selección. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=43292#88
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=38916#0


 
 

 

 

 
En la licitación y la selección abreviada de menor cuantía, la Entidad Estatal debe determinar la oferta más 
favorable teniendo en cuenta: a) la ponderación de los elementos de calidad y precio soportados en puntajes o 
formula” 
 
En las experiencias adoptadas por la Entidad para contratos de obra Pública bajo la Modalidad de Licitación 
Pública, la mejor alternativa a aplicar es la de la ponderación de los elementos de calidad y precio soportados en 
puntajes y fórmulas, tal como se señala en los pliegos de condiciones. 
 
Los pliegos de condiciones establecen como criterios de calificación los aspectos de experiencia y capacidad 
financiera, a través de los cuales se busca que la Entidad escoja un proponente que cumpla con las condiciones 
técnicas, financieras y jurídicas que garanticen el cumplimiento del objeto contractual. 
 

11.3. Capacidad financiera. 

Los Proponentes deberán acreditar los siguientes indicadores en los términos señalados en la Matriz 2 – 

Indicadores financieros y organizacionales y bajo las condiciones señaladas en el numeral 3.10 del pliego de 

condiciones. 

Indicador Fórmula 

Liquidez 
Activo Corriente

Pasivo Corriente
 

Nivel de Endeudamiento 

Pasivo Total

Activo Total
 

 

Razón de Cobertura de 
Intereses 

Utilidad Operacional

Gastos Interes
 

 

 

Si el proponente es plural cada indicador debe calcularse así: 

Indicador =
(∑ Componente 1 del indicadori) 

n
i=1

(∑ Componente 2 del indicadori) 
n
i=1

 

Donde n es el número de integrantes del Proponente Plural (Unión Temporal o Consorcio). 

El Proponente que no tiene pasivos corrientes está habilitado respecto del índice de liquidez.  

El Proponente que no tiene gastos de intereses está habilitado respecto de la razón de cobertura de intereses, 

siempre y cuando la utilidad operacional sea igual o mayor a cero (0). 

El Proponente que demuestre la condición de Mipyme domiciliada en Colombia probará la capacidad financiera 

de acuerdo con los indicadores señalados en la Matriz 2 – Indicadores financieros y organizacionales. El 

Proponente acreditará la condición de Mipyme con la copia del certificado del Registro Único de Proponentes el 

cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. 

11.3.1. CAPITAL DE TRABAJO 

Para el presente Proceso de Contratación los Proponentes acreditarán: 

CT = AC - PC ≥ CTd 

Donde: 

CT = Capital de trabajo 

AC = Activo corriente 

PC = Pasivo corriente 

CTd = Capital de Trabajo demandado para el proceso que presenta propuesta 

El capital de trabajo (CT) del oferente deberá ser mayor o igual al capital de trabajo demandado (CTd):  

CT ≥ CTd 

Capital de trabajo demandado (requerido): 

 

Si el proceso de selección tiene un plazo de ejecución estimado mayor o igual a 12 meses, la determinación del 

capital de trabajo demandado (requerido), que es una medición de los recursos que se requieren para apalancar 

las necesidades contractuales equivalentes a una cantidad (n) de meses, se hará de acuerdo con la siguiente 

tabla, conforme con el plazo estimado de ejecución del proceso de selección: 



 
 

 

 

Plazo estimado de ejecución 

 del proceso de selección Meses de  

apalancamiento >= 

(meses) 

 < 

(meses) 
     

12 18 4 

18 24 6 

24 30 8 

30 36 10 

36 42 12 

42 48 14 

48 54 16 

54 60 18 

60 - 20 

 

El cálculo del capital de trabajo demando, se hará de acuerdo con la siguiente fórmula: 

CTd = (
POE −  Anticipo o  Pago anticipado 

Plazo estimado de ejecución del contrato (en meses) 
) ∗ 𝑛 

Donde, 

CTd =Capital de Trabajo demandado para el proceso que presenta propuesta 

POE = Presupuesto oficial estimado 

n= meses de apalancamiento 

En ningún caso el capital de trabajo requerido excederá el valor del Presupuesto Oficial.  

 

Si el Proponente es plural el indicador debe calcularse así: 

CTProponente plural =∑CTi

n

i=1

 

Donde n es el número de integrantes del proponente plural (unión temporal o consorcio). 

11.3.2. CAPACIDAD ORGANIZACIONAL 

Los Proponentes deben acreditar los siguientes indicadores en los términos señalados en la Matriz 2- Indicadores 

financieros y organizacionales: 

Indicador Fórmula 

Rentabilidad sobre Patrimonio 
(Roe) 

Utilidad Operacional

Patrimonio
 

Rentabilidad del Activo (Roa) 
Unidad Operacional

Activo Total
 

 

Si el Proponente es plural cada indicador debe calcularse así  

Indicador =
(∑ Componente 1 del indicadori) 

n
i=1

(∑ Componente 2 del indicadori) 
n
i=1

 

 

Donde n es el número de integrantes del Proponente Plural (Unión Temporal o Consorcio). 

El Proponente que demuestre la condición de Mipyme domiciliada en Colombia acreditará la capacidad 

organizacional de acuerdo con los indicadores señalados en la Matriz 2– Indicadores financieros y 

organizacionales. El Proponente probará la condición de Mipyme con la copia del certificado del Registro Único 

de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. 



 
 

 

 

ACREDITACIÓN DE LA CAPACIDAD FINANCIERA Y ORGANIZACIONAL 

PERSONAS NATURALES O JURÍDICAS NACIONALES Y EXTRANJERAS CON DOMICILIO O SUCURSAL 

EN COLOMBIA 

 

La evaluación financiera y organizacional de las propuestas se efectuará a partir de la información contenida en 

el RUP vigente y en firme. En tal sentido, la evaluación de la capacidad financiera y organizacional se realizará 

de acuerdo con la información reportada en el Registro, de acuerdo con las disposiciones establecidas en la 

Subsección 5, de la Sección 1, del Capítulo 1, del Título 1, de la Parte 2 del Decreto 1082 de 2015, o las normas 

que las modifiquen, adicionen o sustituyan.  

Los Proponentes extranjeros sin domicilio o sucursal en Colombia no están obligados a tener RUP y por tanto la 

verificación de esta información procederá en los términos definidos en el siguiente numeral. 

PERSONAS NATURALES O JURÍDICAS EXTRANJERAS SIN DOMICILIO O SUCURSAL EN COLOMBIA  

Los Proponentes extranjeros deberán presentar la siguiente información financiera de conformidad con la 

legislación propia del país de origen. Los valores deben: (i) presentarse en pesos colombianos; (ii) convertirse a 

la tasa de cambio de la fecha de corte de los mismos y (iii) estar avalados con la firma de quien se encuentre en 

obligación de hacerlo de acuerdo con la normativa del país de origen.  

A. El estado de situación financiera (balance general) y estado de resultado integral (estado de 

resultados), acompañados por el informe de auditoría (sí aplica de acuerdo con la legislación de 

origen) con traducción simple al castellano de acuerdo con las normas NIIF.  

 

B. Copia de la tarjeta profesional del Contador Público o Revisor Fiscal y certificado de antecedentes 

disciplinarios vigente expedido por la Junta Central de Contadores de quien realiza la conversión.  

 

C. El ¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. para extranjeros diligenciado. En caso de 

presentarse discrepancias entre la información consignada en el ¡Error! No se encuentra el origen 

de la referencia. para extranjeros y los documentos señalados en el Literal A, prevalecerá la 

información consignada en los estados financieros incluidos en la oferta.  

 

Las fechas de corte de los documentos señalados en el literal A será a 31 de diciembre de 2025, acompañado 

del Informe de Auditoría, salvo que se acredite en debida forma que la legislación propia del país de origen 

establece una fecha de corte diferente a la prevista en este pliego. 

Si alguno de estos requerimientos no aplica en el país del domicilio del proponente extranjero, el Representante 

Legal o el apoderado en Colombia deberán hacerlo constar bajo la gravedad de juramento en el ¡Error! No se 

encuentra el origen de la referencia. para extranjeros. El Proponente podrá acreditar este requisito con un 

documento que así lo certifique emitido por una firma de auditoría externa. 

Si los valores de los estados financieros están expresados originalmente en una moneda diferente a Dólares de 

los Estados Unidos de América, estos deberán convertirse a Pesos en los términos definidos en la sección 1.13. 

del pliego de condiciones. 

11.4. Capacidad residual 

El Proponente será hábil si su capacidad residual es mayor o igual a la capacidad residual de Proceso de 

Contratación (CRPC). Así: 

𝐶𝑅𝑃 ≥ 𝐶𝑅𝑃𝐶 

Los proponentes acreditarán la capacidad residual o K de contratación conforme se describe a continuación. En 

todo caso, si con posterioridad al cierre del proceso cualquier interesado, durante el traslado del informe de 

evaluación, o la Entidad, en uso de la potestad verificadora, advierte que se dejó de incluir, al cierre del proceso, 

por parte de un Proponente, alguna información contractual que afecte su capacidad residual, la Entidad 

rechazará la oferta.  

Lo anterior, sin perjuicio de las acciones administrativas y/o judiciales a que haya lugar, en contra de la (s) persona 

(s) que haya (n) suscrito las certificaciones exigidas para el cálculo de la capacidad residual. 

11.4.1. Cálculo de la capacidad residual del proceso de contratación (CRPC) 

Si el plazo estimado del contrato es menor o igual a 12 meses, el cálculo de la CRPC deberá tener en cuenta el 

siguiente proceso: 

𝐶𝑅𝑃𝐶 = 𝑃𝑂𝐸 − 𝐴𝑛𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑜 𝑜 𝑝𝑎𝑔𝑜 𝑎𝑛𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑎𝑑𝑜  

Donde:  

CRPC = Capacidad residual del Proceso de Contratación  



 
 

 

 

POE = Presupuesto Oficial Estimado 

Si el plazo estimado del contrato es mayor a 12 meses el cálculo de la CRPC deberá tener en cuenta el siguiente 

proceso: 

CRPC =
POE − Anticipo o pago anticipado

Plazo estimado (meses)
∗ 12 

11.4.2. Cálculo de la capacidad residual del proponente (CRP) 

La capacidad residual del Proponente se calculará de la siguiente manera: 

𝐶𝑅𝑃 = 𝐶𝑂 ∗ [
(𝐸 + 𝐶𝑇 + 𝐶𝐹)

100
] − 𝑆𝐶𝐸 

En donde:  

CRP  = Capacidad residual del Proponente  

CO  =  Capacidad de Organización  

E  =  Experiencia 

CT  =  Capacidad Técnica 

CF =  Capacidad Financiera 

SCE  =  Saldos de Contratos en Ejecución 

La CRP del Proponente plural es la suma de la capacidad residual de cada uno de sus miembros, sin tener en 

cuenta el porcentaje de participación de los integrantes de la estructura plural; lo anterior, en cumplimiento de lo 

dispuesto para tal fin en la Guía para Determinar y Verificar la Capacidad Residual del Proponente en los 

Procesos de Contratación de Obra Pública, de Colombia Compra Eficiente. En caso de ser negativa la capacidad 

residual de uno de los miembros, este valor se restará de la capacidad residual total del Proponente plural. 

A cada uno de los factores se le asigna máximo el siguiente puntaje: 

Factor Puntaje máximo 

Experiencia (E) 120 

Capacidad financiera (CF)  40 

Capacidad técnica (CT)  40 

Total  200 

 

[Se recomienda el uso de la aplicación para establecer la capacidad residual de Colombia Compra Eficiente 

disponible en la página web: https://www.colombiacompra.gov.co/manuales-guias-y-pliegos-tipo/manuales-y-

guias/ así como el aplicativo para tal fin por Colombia Compra Eficiente] 

La Capacidad de Organización (CO) no tiene asignación de puntaje en la fórmula porque su unidad de medida 

es en Pesos Colombianos y constituye un factor multiplicador de los demás factores. 

El cálculo de cada uno de los factores procede como sigue: 

A. Capacidad de Organización (CO): 

 

El factor (CO) corresponde a los Ingresos Operacionales del proponente teniendo en cuenta lo siguiente: 

Años de información financiera  Capacidad de organización (CO)  

Cinco (5) años o más 
Mayor ingreso operacional de los últimos 5 años 

Entre uno (1) y cinco (5) años Mayor ingreso operacional de los años de existencia del proponente.  

Menos de un (1) año (*) 

USD 125.000 (Liquidados a la tasa de cambio determinada por el Ministerio de 

Comercio, Industria y Turismo cada 2 años para efectos del umbral del beneficio 

de las Mipyme.) 

 

Si los ingresos operacionales del proponente con uno (1) o más años de información financiera es menor a 

USD125.000, el factor (CO) del proponente es igual a USD125.000. 

Para acreditar el factor (CO) el proponente obligado a tener RUP debe presentar los siguientes documentos:  

I. Estado de resultados integral (estado de resultado o pérdida o ganancias), del año en que hayan 

obtenido el mayor ingreso operacional en los últimos cinco (5) años, debidamente firmado por el 

https://www.colombiacompra.gov.co/manuales-guias-y-pliegos-tipo/manuales-y-guias/
https://www.colombiacompra.gov.co/manuales-guias-y-pliegos-tipo/manuales-y-guias/


 
 

 

 

representante legal y el contador bajo cuya responsabilidad se han preparado y por el revisor fiscal o, 

en caso de no haberlo, por no estar obligado a tenerlo, por contador público independiente, 

acompañados de su dictamen u opinión de conformidad con el artículo 38 de la Ley 222 de 1995.  

II. Copia de la tarjeta profesional y certificado de antecedentes disciplinarios vigentes al momento del cierre 

del Proceso de Contratación de los Contadores Públicos, Revisores Fiscales, Contadores 

Independientes (externos), quienes suscribieron los documentos señalados en el presente literal.  

 

Los Proponentes personas naturales o jurídicas extranjeras sin domicilio o sucursal en Colombia, deben 

presentar el estado de resultados integral consolidado (estado de resultados o pérdida o ganancias) del año en 

que hayan obtenido el mayor ingreso operacional en los últimos cinco (5) años, auditado, con la firma de quien 

se encuentre en obligación de hacerlo, de acuerdo con la normativa vigente en el país de origen, en la moneda 

legal del país en el cual fue emitido, de conformidad con la legislación propia del país de origen. 

Adicional a lo anterior, deben allegar la traducción al idioma castellano de la información financiera, observando 

lo siguiente: i) los valores deben ser expresados pesos colombianos, convertidos a la tasa representativa del 

mercado (TRM) de la fecha de corte de los mismos, en los términos descritos en la sección 1.13 del presente 

Pliego de Condiciones; ii) presentados de acuerdo con las normas NIIF; y iii) debidamente firmados por el 

contador público colombiano que los hubiere convertido. 

Si alguno de estos requerimientos no aplica en el país del domicilio del proponente extranjero, el representante 

legal o el apoderado en Colombia deberán hacerlo constar bajo la gravedad de juramento. Así mismo se podrá 

acreditar este requisito por la firma auditora externa. 

B. Experiencia (E): 

 

El factor (E) del proponente para propósitos de la capacidad residual es acreditado por medio de la relación entre: 

i) el valor total en pesos de los contratos relacionados con la actividad de la construcción inscritos por el 

proponente en el RUP, o Formato 5 – Capacidad residual en el segmento 72 “Servicios de Edificación, 

Construcción de Instalaciones y Mantenimiento” del Clasificador de Bienes y Servicios; y ii) el Presupuesto Oficial 

estimado del proceso de contratación. 

La relación indica el número de veces que el Proponente ha ejecutado contratos equivalentes a la cuantía del 

Proceso de Contratación objeto de la acreditación de la capacidad residual. Para proponentes individuales se 

expresa así: 

E =
Valor total de los contratos (COP)

Presupuesto total estimado (COP)
 

Para el caso de los Proponentes plurales, el factor (E) de un miembro se calcula así: 

E =
Valor total de los contratos (COP)

(Presupuesto total estimado ∗ % de participación)
 

El cálculo del factor (E) para efectos de la capacidad residual de un miembro de un Proponente plural debe tener 

en cuenta su participación en el Proceso de Contratación objeto del cálculo de la capacidad residual. Si el 

Proponente no es plural no hay lugar a porcentaje. 

El puntaje asignado al factor (E) será asignado con base en la siguiente tabla: 

Mayor a Menor o igual a Puntaje 

0 3 60 

3 6 80 

6 10 100 

10 Mayores 120 

 

Para acreditar el factor (E), el proponente debe diligenciar el Formato 5 – Capacidad residual el cual contiene los 

contratos inscritos en el segmento 72 y su valor total en Pesos Colombianos liquidados con el SMMLV. Así 

mismo, el presupuesto oficial estimado debe ser liquidado con el SMMLV para el año de publicación del pliego 

de condiciones definitivo del proceso de contratación. 

Los Proponentes o integrantes extranjeros sin domicilio o sin sucursal en Colombia adicionalmente deben aportar 

copia de los Contratos ejecutados o certificaciones de terceros que hubieran recibido los servicios de construcción 

de obras civiles con terceros, bien sean públicos o privados. La información de los contratos soportados por las 

certificaciones de terceros que hubieren recibido los servicios de construcción de obras civiles debe contener 

como mínimo los contratos relacionados por el Proponente en el Formato 3 – Experiencia. La información del 

Formato 5 – Capacidad residual – Capacidad residual deberá ser presentada en Pesos Colombianos, salvo 

donde se registre el valor del Contrato en la moneda del país de origen. Cuando el valor de los contratos esté 



 
 

 

 

expresado en monedas extranjeras deberá convertirse a Pesos Colombianos en los términos indicados en el 

numeral 1.13 del presente Pliego de Condiciones. 

C. Capacidad Financiera (CF): 

 

El factor (CF) para propósitos de la capacidad residual se obtiene teniendo en cuenta el índice de liquidez del 

Proponente con base en la siguiente fórmula: 

Índice de liquidez = 
Activo Corriente

Pasivo Corriente
 

El puntaje para la liquidez se debe asignar con base en la siguiente tabla: 

Mayor o igual a Menor o igual a Puntaje 

0 0,50 20 

0,51 0,75 25 

0,76 1,00 30 

1,01 1,50 35 

1,51 Mayores 40 

Indeterminado 40 

 

El índice de liquidez del Proponente se verifica con el RUP. Si el proponente no tiene antigüedad suficiente para 

tener estados financieros auditados a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior, deben tenerse en cuenta 

los estados financieros de corte trimestral o de apertura, suscritos por el representante legal y el auditor. 

Para los Proponentes o integrantes extranjeros sin domicilio o sucursal en Colombia, la información requerida 

para el factor (CF) exigido para el cálculo de la capacidad residual del Proponente está contemplada en el 

numeral de los requisitos de capacidad financiera del pliego de condiciones. 

Cuando el Proponente tiene un pasivo corriente igual a cero (0) y por consiguiente su índice de liquidez sea 

indeterminado, la Entidad debe otorgar el mayor puntaje en el componente de capacidad financiera (CF). 

D. Capacidad Técnica (CT): 

 

El factor (CT) para propósitos de la capacidad residual se asigna teniendo en cuenta el número de socios y 

profesionales de la Arquitectura, Ingeniería y Geología vinculados mediante una relación laboral o contractual 

vigente conforme a la cual desarrollen actividades vinculadas directamente con la construcción. 

Para acreditar el factor (CT) el Proponente o integrante nacional y extranjero con o sin sucursal en Colombia 

deben diligenciar el Formato 5 – Capacidad residual. 

El puntaje del factor (CT) se asigna con base en la siguiente tabla: 

Mayor o igual  Menor o igual  Puntaje 

- 0 0 

1 5 20 

6 10 30 

11 Mayores 40 

 

E. Saldos Contratos en Ejecución (SCE): 

 

El Proponente debe presentar el Formato 5 – Capacidad residual suscrito por su representante legal y su revisor 

fiscal si el Proponente está obligado a tenerlo, o por el contador o su auditor independiente el cual contenga la 

lista de los contratos en ejecución tanto a nivel nacional como internacional indicando: i) el valor del Contrato; ii) 

el plazo del Contrato en meses; iii) la fecha de inicio de las obras del Contrato, día, mes, año; iv) si la obra la 

ejecuta un Consorcio o Unión Temporal junto con el porcentaje de participación del integrante que presenta el 

certificado, y v) si el Contrato se encuentra suspendido, de ser así, la fecha de suspensión. En el certificado debe 

constar expresamente si el Proponente no tiene contratos en ejecución.  

Para acreditar el factor (SCE) el Proponente tendrá en cuenta lo siguiente:  

I. El factor SCE es la suma de los montos por ejecutar de los Contratos vigentes durante los 12 meses 

siguientes. Si el número de días por ejecutar en un Contrato es superior a 12 meses, es decir 360 días, 

el factor (SCE) solo tendrá en cuenta la proporción lineal de 12 meses. 

II. Los Contratos de obras civiles en ejecución son aquellos que a la fecha de presentación de la oferta 

obligan al Proponente con Entidades y con Entidades Privadas para ejecutar obras civiles. Estas 

incluyen las obras civiles de los Contratos de concesión y los Contratos de obra suscritos con 

concesionarios, así como, los Contratos suspendidos y aquellos que no tengan acta de inicio. No se 

entenderán como contratos en ejecución los que se encuentren en liquidación. 



 
 

 

 

III. Se tendrán en cuenta los Contratos de obras civiles en ejecución suscritos por el Proponente o por 

sociedades, Consorcios o Uniones Temporales en los cuales el Proponente tenga participación.  

IV. Si un Contrato se encuentra suspendido, el cálculo del (SCE) de dicho Contrato debe efectuarse 

asumiendo que lo que falta por ejecutar iniciara en la fecha de presentación de la oferta del Proceso de 

Contratación. Si el Contrato está suspendido el proponente debe informar el saldo pendiente por 

ejecutar. 

V. El cálculo del factor (SCE) debe hacerse linealmente calculando una ejecución diaria equivalente al 

valor del Contrato dividido por el plazo del Contrato expresado en días. Este resultado se multiplica por 

el número de días pendientes para cumplir el plazo del Contrato y si el Contrato es ejecutado por una 

estructura plural por la participación del proponente en la respectiva estructura.  

VI. Para los Proponentes o integrantes extranjeros sin domicilio o sin sucursal en Colombia deben 

diligenciar el Formato 5 – Capacidad residual firmado por la persona natural o el representante legal de 

la persona jurídica y el contador público colombiano que los hubiere convertido a Pesos Colombianos 

usando para ello la sección 1.13 del Pliego de Condiciones. 

 

11.5. Experiencia del proponente. 

La entidad ha determinado que la experiencia es un factor preponderante en la selección de los contratistas, por 
tal motivo ha considerado en el presente proceso su verificación como un factor de (CUMPLE o NO CUMPLE), 
según lo dispone el numeral 1 del artículo 5º de la Ley 1150 de 2007. 

La Real Academia de la Lengua Española define Experiencia como la “Práctica prolongada que proporciona 
conocimiento o habilidad para hacer algo. Así pues, la experiencia solicitada por la Entidad, se basa en la 
consideración de que el Proponente debe demostrar que posee una experiencia mínima en la ejecución de obras, 
como las del alcance del objeto a contratar, una experiencia suficiente para garantizar la adecuada ejecución de 
las mismas.  

Con el fin de cumplir los requisitos de experiencia, la entidad ha considerado conveniente establecer el siguiente 
criterio de evaluación:  

• Valor total ejecutado 

Al respecto, la Entidad considera que para la determinación del valor mínimo a certificar (como % del Presupuesto 
Oficial de obra expresado en SMMLV), el proponente deberá acreditar que la sumatoria de los valores totales 
ejecutados de los contratos aportados válidos sea mayor o igual al valor mínimo a certificar. 

 
11.5.1. Relación de los contratos frente al presupuesto oficial.  
 
La entidad considera que si el proponente cumple con los parámetros de experiencia citados anteriormente, 

garantiza experiencia y suficiencia técnica, administrativa y operacional en el manejo del contrato a suscribir 

producto del proceso de selección y adicionalmente, está en capacidad de obtener un rendimiento de ejecución 

por promedio de facturación mensual, como el que requiere el proyecto de acuerdo con su monto de inversión y 

plazo previsto de ejecución; así mismo está en capacidad de ejecutar una inversión total como la del objeto a 

contratar. 

Los requisitos de experiencia se fundamentan en lo establecido para tal fin en el artículo 5 de la Ley 1150 de 

2007, es así como tales requisitos son adecuados y proporcionales a la naturaleza del contrato a suscribir y a su 

valor. 

 

Por otra parte, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 80 de 1993, en los requisitos de 

experiencia, se han definido reglas objetivas, justas, claras y completas que permitan la confección de 

ofrecimientos de la misma índole, aseguren una escogencia objetiva y propendan por la amplia participación de 

oferentes que garanticen la selección de la oferta más favorable para la entidad. 

Con relación a la fecha de iniciación y terminación de los contratos para acreditar experiencia, la entidad ha 

considerado que las personas naturales y jurídicas obtienen a través de los años de desempeño en la ejecución 

efectiva de la actividad, la experticia necesaria para desempeñarla es así que se permitirá la acreditación de la 

experiencia a lo largo de la habilidad jurídica para desarrollar las actividades propias de la Ingeniería Civil. 

En el caso de las personas naturales se tendrá en cuenta la experiencia 

se computará a partir de la terminación y aprobación del pensum académico de educación superior. Para el 

caso de las personas jurídicas se tendrá en cuenta la experiencia obtenida desde la fecha de su constitución, 

siempre que su objeto social le permita ejecutar las actividades objeto del presente proceso de contratación. 

Finalmente, en cumplimiento de lo dispuesto en la Circular Externa Única proferida por Colombia Compra 

Eficiente en su carácter de ente rector del Sistema de Compras y Contratación, en la cual impartió directrices, 

sobre el uso del Clasificador del Bienes y Servicios en el Registro Único de Proponentes, donde indicó entre 

otras cosas lo siguiente: 

▪ La experiencia es un requisito habilitante. Los proponentes deben inscribir en el RUP su 

experiencia usando los códigos del Clasificador de Bienes y Servicios. Por su parte, las 

Entidades Estatales al establecer el requisito habilitante de experiencia deben incluir los 



 
 

 

 

códigos específicos del objeto a contratar o el de bienes, obras o servicios afines al 

Proceso de Contratación respecto de los cuales los proponentes deben acreditar su 

experiencia. (…)” 

 

Se estableció dentro del requerimiento de experiencia, la calificación en el “Clasificador de Bienes y Servicios de 

las Naciones Unidas”, para cada uno de los contratos que sean aportados para efectos de acreditación de la 

experiencia. 

En ese orden de ideas y teniendo en cuenta el alcance del contrato a ejecutar, se definió que tales contratos 

deben encontrarse calificados en uno o algunos de los siguientes códigos: 

Clasificación UNSPSC Descripción 

721214 Servicios de construcción de edificios públicos especializados 

 

Justificación de las condiciones particulares de la experiencia requerida: 

Teniendo en cuenta lo expuesto anteriormente, la entidad considera primordial que los proponentes que aspiren 
a participar en el proceso de selección cuenten con experiencia similar a la que se va a ejecutar en desarrollo del 
contrato, por lo tanto se ha dispuesto que debe acreditar la experiencia solicitada en el numeral 3.5. y siguientes 
del Documento Base o Pliego Tipo, el cual debe ser leído integralmente por el interesado. 

12. CRITERIOS DE EVALUACIÓN, ASIGNACIÓN DE PUNTAJE Y CRITERIOS DE DESEMPATE  

La entidad calificará las ofertas que hayan cumplido con los requisitos habilitantes con los siguientes puntajes: 

Concepto Puntaje máximo 

Oferta económica 48,50 

Factor de calidad 30 

Apoyo a la industria nacional 20 

Vinculación de personas con discapacidad 1 

Emprendimientos y empresas de mujeres 0,25 

Mipyme 0,25 

Total 100 

 

Las Entidades deberán reducir durante la evaluación de las ofertas dos puntos (2) a los Proponentes que se les 

haya impuesto una o más multas o cláusulas penales durante el último año, contado a partir de la fecha prevista 

para el cierre del proceso, sin importar la cuantía y sin perjuicio de las demás consecuencias derivadas del 

incumplimiento. Esta reducción también afectará a los Consorcios y a las Uniones Temporales si alguno de sus 

integrantes se encuentra en la situación anterior.  

 

La reducción del puntaje antes señalada no se materializará en caso de que los actos administrativos que hayan 

impuesto las multas sean objeto de medios de control jurisdiccional previstos en la Ley 1437 de 2011 o las 

normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan. Además, se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 

6 de la Ley 2020 de 2020. Lo anterior de conformidad con el artículo 58 de la Ley 2195 de 2022 y las normas 

que lo modifiquen, sustituyan, adicionen o reglamenten. 

 

12.1. Oferta económica  

La forma de pago del contrato derivado del presente proceso de contratación será por precios unitarios. 

Para calificar este factor se tendrá en cuenta el valor total indicado en la propuesta económica o el obtenido de 

la corrección aritmética. La propuesta económica deberá ser allegada en el Sobre No. 2. 

El valor de la propuesta económica debe presentarse en Pesos Colombianos y contemplar todos los costos 

directos e indirectos para la completa y adecuada ejecución de la obra del proceso, los riesgos y la administración 

de estos. 

Al formular la oferta, el Proponente acepta que estarán a su cargo todos los impuestos, tasas y contribuciones 

establecidos por las diferentes autoridades nacionales, departamentales o municipales y dentro de estos mismos 

niveles territoriales, los impuestos, tasas y contribuciones establecidos por las diferentes autoridades. 

Los estimativos técnicos que hagan los Proponentes para la presentación de sus ofertas deben tener en cuenta 

que la ejecución del Contrato se regirá íntegramente por lo previsto en los Documentos del Proceso y que en sus 

cálculos económicos deben incluir todos los aspectos y requerimientos necesarios para cumplir con todas las 

obligaciones contractuales y asumir los riesgos previstos en dichos documentos. 

El desglose de los análisis de Precios Unitarios publicados por la Entidad es únicamente de referencia, constituye 

una guía para la preparación de la oferta. Si existe alguna duda o interrogante sobre la presentación de estos 

análisis de Precios Unitarios y el precio de estudios publicados por la Entidad, es deber de los Proponentes 



 
 

 

 

hacerlos conocer dentro del plazo establecido en el Anexo 2 – Cronograma para la presentación de 

observaciones al proyecto de Pliego de Condiciones para que la Entidad los pueda estudiar. 

LOS GRAVÁMENES ORDENANZALES QUE DEBE CANCELAR EL CONTRATISTA SON: 

 

Los demás gravámenes Ordenanzales y de Ley a que haya lugar. 

Teniendo en consideración que la cuantificación de los impuestos del orden nacional atiende a condiciones 

particulares tales como: la naturaleza del sujeto pasivo, al régimen tributario al que pertenece, el patrimonio que 

posee, la renta gravable del periodo anterior, etc, no le es posible a la entidad individualizar para cada proponente 

la descripción y cuantía de los mismos. Se recomienda hacer la verificación de las Leyes, Ordenanzas y Acuerdos 

vigentes en materia tributaria a la luz de su naturaleza, condiciones y régimen al que pertenece y teniendo en 

consideración que el contrato que se pretende celebrar corresponde al contrato de obra pública. 

12.1.1. A.I.U. 

El proponente debe calcular un AIU que contenga todos los costos en los que incurre, la organización del 

constructor para poder desarrollar la administración, los imprevistos y utilidad o beneficio económico que pretende 

percibir por la ejecución del contrato. 

El valor del A.I.U. debe expresarse en un porcentaje (%) y debe consignarlo y discriminarlo en la propuesta 

económica.  

Cuando el Proponente exprese el A.I.U. en porcentaje (%) y en pesos, prevalece el valor expresado en porcentaje 

(%). El porcentaje del A.I.U. que presenten los Proponentes no debe ser superior al porcentaje total del A.I.U 

establecido en el ¡Error! No se encuentra el origen de la referencia.. En consecuencia, el Proponente puede 

configurar libremente el porcentaje individual de la “A”, de la “I” y de la “U”, siempre que la sumatoria de ellos no 

exceda el porcentaje total definido por la Entidad en el ¡Error! No se encuentra el origen de la referencia.. 

Los componentes internos de la administración (A) deberán ser presentados por el adjudicatario del Proceso de 

Contratación en la oportunidad establecida en el numeral 8.1. del pliego de condiciones. 

12.1.2. Correcciones aritméticas  

La Entidad solo efectuará correcciones aritméticas originadas por:  

A. Las operaciones aritméticas a que haya lugar en la propuesta económica, cuando exista un error que 

surja de un cálculo meramente aritmético cuando la operación ha sido erróneamente realizada.  

B. El ajuste al peso ya sea por exceso o por defecto de los precios unitarios contenidos en la propuesta 

económica y del valor del IVA, así: cuando la fracción decimal del peso sea igual o superior a punto 

cinco (0.5) se aproximará por exceso al número entero siguiente del peso y cuando la fracción decimal 

del peso sea inferior a punto cinco (0.5) se aproximará por defecto al número entero.  

La Entidad a partir del valor total corregido de las propuestas asignará el puntaje de conformidad con el proceso 

del numeral 4.1.4. del pliego de condiciones. 

12.1.3. Precio artificialmente bajo  

En el evento en el que el precio de una oferta, al momento de su evaluación, no parezca suficiente para garantizar 

una correcta ejecución del Contrato, de acuerdo con la información recogida durante la etapa de planeación y 

particularmente durante el estudio del sector, la Entidad aplicará el proceso descrito en el artículo 2.2.1.1.2.2.4. 

del Decreto 1082 de 2015, además podrá acudir a los parámetros definidos en la Guía para el manejo de ofertas 

artificialmente bajas en Procesos de Contratación de Colombia Compra Eficiente, como un criterio metodológico. 

La solicitud de justificación de precios artificialmente bajos deberá realizarse por la Entidad con posterioridad a 

la apertura del Sobre No 2 y previo a determinar el método de ponderación de las ofertas económicas, para ello 

la Entidad deberá determinar el tiempo de traslado que otorgará a los oferentes requeridos para que alleguen 

sus justificaciones.  



 
 

 

 

Por lo anterior, cuando algún oferente no responda al requerimiento de justificación de la Entidad o esta determine 

que alguna oferta económica se inmersa en un precio artificialmente bajo, se rechazará y, en consecuencia, no 

se considerará al proponente dentro del orden de elegibilidad del proceso. 

12.1.4. Determinación del método para la ponderación de la propuesta económica 

La Entidad seleccionará el método de ponderación de la propuesta económica de acuerdo con las siguientes 

alternativas: 

Concepto Método 

1 Mediana con valor absoluto 

2 Media geométrica 

3 Media aritmética baja 

4 Menor valor 

 

Para determinar el método de ponderación, la Entidad tomará los centavos de la Tasa de Cambio Representativa 

del Mercado (TRM), certificada por la Superintendencia Financiera de Colombia (en su sitio web: [ 

https://www.superfinanciera.gov.co/publicacion/60819)]). 

El día de la audiencia efectiva de adjudicación, la Entidad iniciará respondiendo y resolviendo las observaciones 

presentadas al informe de evaluación, de conformidad con el numeral 2.6. Después, la Entidad iniciará la apertura 

de los sobres de las ofertas económicas, verificará, si procede, determinará las correcciones aritméticas y 

solicitará la justificación de precios artificialmente bajos a que haya lugar, si es necesario, la Entidad se 

pronunciará sobre las ofertas requeridas en los términos del numeral 4.1.3. Posteriormente, la Entidad definirá el 

método de ponderación de las propuestas de acuerdo con las siguientes reglas: 

• Una vez agotado el procedimiento anterior, la Entidad deberá pronunciarse sobre las propuestas que 

han sido rechazadas y las que se encuentran validas. Si este pronunciamiento, se realiza hasta las 3:00 

pm, la Entidad tomará la TRM que rija para el día hábil siguiente. En caso contrario, cuando el 

pronunciamiento se dé después de las 3:00 pm, la Entidad tomará la TRM que rija para el segundo día 

hábil siguiente. 

 

En este sentido, atendiendo a las circunstancias anteriores y las particularidades de cada caso, la Entidad podrá 

optar por suspender la audiencia y reiniciarla cuando lo considere conveniente. 

Una vez definido el método de ponderación de la oferta económica el mismo seguirá rigiendo aun cuando la 

Entidad deba suspender la audiencia. 

Al momento de definir o modificar el cronograma del Proceso de Contratación la Entidad deberá verificar que el 

día hábil siguiente a la fecha de apertura de las ofertas económicas no corresponda a un día festivo en Estados 

Unidos, con el objetivo de no afectar el proceso de definición del método de ponderación de las propuestas. 

El método de ponderación se determinará de acuerdo con los rangos del siguiente cuadro: 

Rango (inclusive) Número Método 

De 0.00 a 0.24 1 Mediana con valor absoluto 

De 0.25 a 0.49 2 Media geométrica 

De 0.50 a 0.74 3 Media aritmética baja 

De 0.75 a 0.99 4 Menor valor 

 

En todos los casos se tendrá en cuenta hasta el séptimo (7°) decimal del valor obtenido como puntaje y las 

fórmulas se aplicarán con las propuestas que no han sido rechazadas y se encuentran válidas. 

Las propuestas que al aplicar las fórmulas obtengan puntajes negativos obtienen cero (0) puntos en la oferta 

económica. 

En el evento que solo exista una oferta habilitada respecto de la cual se vaya a realizar la apertura del sobre No 

2, la Entidad podrá prescindir de la definición de la TRM y escogencia de método de ponderación de la oferta 

económica. 

A. Mediana con valor absoluto 

 

La Entidad calculará el valor de la mediana con los valores de las propuestas hábiles. En esta alternativa se 

entenderá por mediana de un grupo de valores el resultado del cálculo que se obtiene a través de la aplicación 

del siguiente proceso: la Entidad ordenará los valores de las propuestas hábiles de manera descendente. Si el 

número de valores es impar, la mediana corresponde al valor central, si el número de valores es par, la mediana 

será el promedio de los dos valores centrales. 

Me = Mediana(V1; V2. . ; … Vm) 



 
 

 

 

Donde: 

• Vi: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

• m: Es el número total de propuestas económicas válidas recibidas por la entidad. 

• Me: Es la mediana calculada con los valores de las propuestas económicas válidas. 

 

Bajo este método la Entidad asignará el puntaje así:  

I. Si el número de valores de las propuestas hábiles es impar, el máximo puntaje será asignado a la 

propuesta que se encuentre en el valor de la mediana. Para las otras propuestas, se utilizará la 

siguiente fórmula: 

 

Puntaje = [{1 − |
Me − Vi
Me

|} ∗ Puntaje máximo] 

Donde: 

• Me: Es la mediana calculada con los valores de las propuestas económicas válidas. 

• Vi: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

 

II. Si el número de valores de las propuestas hábiles es par, se asignará el máximo puntaje a la 

propuesta que se encuentre inmediatamente por debajo de la mediana. Para las otras propuestas, 

se utilizará la siguiente fórmula 

 

Puntaje = [{1 − |
VMe − Vi
VMe

|} ∗ Puntaje máximo] 

Donde: 

• VMe: Es el valor de la propuesta económica válida inmediatamente por debajo de la mediana. 

• Vi: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

 

B. Media Geométrica 

 

Para calcular la Media Geométrica se tomará el valor de las propuestas hábiles para el respectivo factor de 

calificación para asignar el puntaje de conformidad con el siguiente procedimiento: 

MG = √V1 ∗ V2 ∗ V3 ∗ … ∗ Vn
n  

Donde:  

• MG: Es la media geométrica de todas las ofertas habilitadas.  

• V1: Es el valor de una propuesta habilitada. 

• Vn: Es el valor de la propuesta n habilitada.  

• n: La cantidad total de propuestas habilitadas.  

 

Para efectos de la asignación de puntaje se tendrá en cuenta lo siguiente: se otorgará el máximo puntaje al valor 

de la propuesta que se encuentre más cerca (por exceso o por defecto) al valor de la media geométrica calculada 

para el factor correspondiente. 

Las demás propuestas recibirán puntaje de acuerdo con la siguiente ecuación: 

Puntaje = Puntaje máximo ∗ (1 − (
|MG−Vi|

MG
)). 

Donde: 

• MG: Es la media geométrica de todas las ofertas habilitadas. 

• 𝑉𝑖: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

Se tomará el valor absoluto de la diferencia entre la media geométrica y el valor total corregido de cada una de 

las propuestas. 

 

C. Media Aritmética Baja 

 

Consiste en determinar el promedio aritmético entre la propuesta válida más baja y el promedio simple de las 

ofertas hábiles para calificación económica. 

XB̅̅̅̅ =
(Vmin + X̅)

2
 



 
 

 

 

Donde: 

• Vmin: Es el valor total corregido de la propuesta válida más baja. 

• X̅: Es el promedio aritmético simple de las propuestas económicas válidas. 

• XB̅̅̅̅ : Es la media aritmética baja. 

 

La Entidad procederá a ponderar las propuestas de acuerdo con la siguiente formula:Puntaje =

{
  
 

  
 Puntaje máximo ∗ (1 − (

XB̅̅ ̅̅ −Vi

XB̅̅ ̅̅
))  Para valores menores o iguales a XB̅̅̅̅

 
 
 

Puntaje máximo ∗ (1 − (
| XB̅̅ ̅̅ −Vi |

XB̅̅ ̅̅
))  Para valores mayores a XB̅̅̅̅

}
  
 

  
 

 

Donde: 

• XB̅̅̅̅ : Es la media aritmética baja. 

• Vi: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

 

Para efectos de ponderar propuestas cuyo valor sea mayor a 𝑋𝐵̅̅̅̅ , se tomará el valor absoluto de la diferencia 

entre la media aritmética baja y el valor total corregido de cada una de las propuestas. 

 

D. Menor Valor 

 

La Entidad otorgará el máximo puntaje a la oferta económica hábil para calificación económica de menor valor. 

Vmin = Mínimo (V1; V2. . ; … Vm) 

Donde: 

• Vi: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

• m: Es el número total de propuestas económicas válidas recibidas por la Entidad. 

• Vmin: Es el valor total corregido de la propuesta válida más baja. 

 

La Entidad procederá a ponderar las otras propuestas de acuerdo con la siguiente fórmula: 

Puntaje =
Puntaje máximo ∗ Vmin

Vi
 

Donde: 

• Vmin: Es el valor total corregido de la propuesta válida más baja. 

• Vi: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

 

12.2. Factor de calidad 

La Entidad asignará el puntaje de factor de calidad como sigue: 

Concepto Puntaje  

(i) implementación del programa de gerencia de proyectos;  
(ii) disponibilidad y condiciones funcionales de la maquinaria de obra;  

(iii) presentación de un plan de calidad;   

10 

(i) Criterio ambiental (15)  
(ii) Criterio Social (5) 

20 

Total  30 

 

Las Entidades deben consultar y analizar las anotaciones vigentes que reposen en el Registro Nacional de Obras 

Civiles Inconclusas, de que trata la Ley 2020 de 2020. En el evento que las personas naturales o jurídicas, 

nacionales o extranjeras domiciliadas o con Sucursal en Colombia, o integrantes de Proponentes Plurales, 

cuenten con alguna anotación vigente de obra civil inconclusa, en el mencionado registro, se descontará un (1) 

punto de la sumatoria obtenida en relación con el factor de calidad.  

En todo caso, no se descontará el puntaje en los términos previstos en el inciso anterior cuando el Proponente 

no oferte el factor de calidad, por lo que éste obtendrá cero (0) puntos en este criterio de evaluación. En esta 

circunstancia, la Entidad no podrá reducir el puntaje de la sumatoria obtenida en los demás factores de 

ponderación. 



 
 

 

 

12.2.1. Implementación del programa de gerencia de proyectos 

La Entidad asignará cuatro (4) puntos al proponente que se comprometa a instaurar un programa de gerencia de 

proyectos mediante la suscripción del Formato 7A – Programa de gerencia de proyectos, en el cual bajo la 

gravedad de juramento conste el compromiso que en este sentido asume.  

Para efectos del presente Proceso de Selección, por gerencia de proyectos se entiende la aplicación de 

conocimientos, habilidades, herramientas y técnicas a las actividades del proyecto para cumplir con los requisitos 

de este, lo cual se logra mediante la aplicación de procesos de gerencia de proyectos en las fases de inicio, 

planificación, ejecución, monitoreo, control, y cierre del proyecto. La gerencia de proyectos requiere: identificar 

requisitos; abordar las diversas necesidades, inquietudes y expectativas de los interesados; equilibrar las 

contingencias que se relacionan entre otros aspectos con el alcance, la calidad, el cronograma, el presupuesto, 

los recursos y el riesgo. 

Para la ejecución del Contrato, el adjudicatario deberá instaurar el programa de Gerencia de Proyectos y contar 

con un profesional tiempo completo en las áreas de la ingeniería o la arquitectura, con matrícula profesional 

vigente, que cumpla con las siguientes condiciones establecidas. 

Para acreditar lo anterior, el adjudicatario deberá aportar copia del acta de grado y/o diploma que certifique que 

el profesional es Ingeniero y/o Arquitecto, así como certificación o credencial PMP vigente. Adicionalmente, 

deberá presentar certificaciones o Contratos en los que se evidencie la experiencia solicitada en gerencia de 

proyectos. 

Para acreditar lo anterior, el adjudicatario deberá aportar copia del acta de grado y/o diploma que certifique que 

el profesional es ingeniero y/o arquitecto, así como copia de los títulos de postgrado, acreditados mediante copia 

de los diplomas y/o actas de grado. Adicionalmente, deberá presentar certificaciones o contratos en los que se 

evidencie la experiencia solicitada en gerencia de proyectos. 

Cuando la Especialización, Maestría o Doctorado no sea específica en Gerencia de Proyectos, se deberá aportar 

copia del pénsum académico, plan de estudios y certificación de la Universidad en la cual se indique que los 

estudios adelantados guardan equivalencia con los de una Gerencia de Proyecto.  

Para efectos del presente Pliego, se entiende pénsum académico, como el documento que contiene todas las 

asignaturas o materias que componen el plan de estudio de una determinada carrera.  

Para efectos de la equivalencia, el pénsum académico deberá contener como mínimo estudios en las áreas de: 

• Formulación, Evaluación o Gestión de Proyectos 

• Gerencia del talento humano 

• Principios de administración de proyectos (Planeación, organización, dirección y control)  

• Planeación Estratégica 

• Finanzas 

 

El programa de Gerencia de Proyectos estará sujeto al seguimiento de la interventoría durante la ejecución del 

Contrato.  

En el evento de que el título académico haya sido obtenido en el extranjero, el Proponente deberá acreditar la 

convalidación de dicho título ante el Ministerio de Educación Nacional, de conformidad con lo establecido en la 

Sección ¡Error! No se encuentra el origen de la referencia.. del pliego de condiciones. 

Para efectos de estimar el tiempo de experiencia como coordinador, gerente, líder o director de proyectos de 

infraestructura de educación, se tendrá en consideración el tiempo transcurrido entre la fecha de inicio y de 

terminación indicada en las certificaciones presentadas, independientemente de su dedicación. En el evento de 

que existan traslapos de tiempo, solamente se tendrá en cuenta una vez el tiempo traslapado. 

12.2.2. Disponibilidad y condiciones funcionales de la maquinaria de obra 

La Entidad asignará tres (3) puntos al Proponente que se comprometa a utilizar maquinaria con una edad menor 

a veinte (20) años mediante la suscripción del Formato 7B - Disponibilidad y condiciones funcionales de la 

maquinaria de obra. En caso de que la maquinaria haya sido repotenciada, los veinte (20) años cuentan desde 

la fecha de repotenciación de la máquina.  

Se asignará cero (0) puntos al Proponente que no ofrezca la maquinaria en las condiciones requeridas o la 

ofrezca sin cumplir con las exigencias dispuestas en este Pliego de Condiciones.  

La verificación de este ofrecimiento se hará por parte de la interventoría en la ejecución del Contrato. En virtud 

de lo anterior, el adjudicatario del Proceso de contratación deberá acreditar que la maquinaria se encuentra en 

las condiciones aquí descritas, para lo cual, allegará el documento idóneo. 



 
 

 

 

12.2.3. Presentación de un plan de calidad 

La Entidad asignará tres (3) puntos al proponente que se comprometa a presentar un Plan de Calidad específico 

para el proyecto, elaborado conforme a los parámetros establecidos en la última actualización de las normas 

NTC ISO 9001:2015 y NTC ISO 10005:2018, o la que las modifique o complemente, mediante la suscripción del 

Formato 7C - Plan de calidad.  

La interventoría verificará el cumplimiento de este criterio conforme a lo establecido en las normas mencionadas 

sin requerir la presentación de certificación alguna. 

El Plan de Calidad se elaborará en relación con el proyecto a ejecutar, por lo que el proponente no debe presentar 

ningún certificado de gestión de calidad. Sin embargo, para elaborar el Plan de Calidad debe tener en cuenta las 

normas técnicas señaladas en el primer párrafo de este numeral. 

12.2.4. Criterios ambientales y sociales 

La Entidad asignará un puntaje de quince (15) puntos al proponente que se comprometa a ofrecer alguno de los 

elementos que conforman el criterio ambiental y cinco (5) puntos al proponente que se comprometa a ofrecer 

alguno de los elementos que conforman el criterio social, para un total de veinte puntos por este concepto, como 

se desarrolla a continuación:   

12.2.4.1. Criterios ambientales 

La Entidad asignará un puntaje de quince (15) puntos al proponente que se comprometa a ofrecer alguno de los 

elementos que conforman el factor de sostenibilidad técnico ambiental, mediante la suscripción del Formato 12 

A - Criterio ambiental, en el cual bajo la gravedad de juramento conste el compromiso que asume y el ofrecimiento 

realizado. Los ofrecimientos efectuados serán opcionales para los Proponentes que producto del análisis hecho 

se encuentren en la capacidad de materializarlos y cumplirlos, por lo que los Proponentes que no presenten el 

Formato 12 A- Criterio ambiental no serán acreedores de puntaje por este criterio.  

Las medidas implementadas en este criterio son por cuenta y riesgo del Proponente y, una vez ofrecidos, tendrán 

el carácter de obligación contractual. Por lo tanto, será objeto de vigilancia por la interventoría en la ejecución del 

Contrato de obra.  

Para la obtención de puntaje por este criterio, se tendrán en cuenta las siguientes consideraciones:  

I. Los costos asociados a la implementación de los elementos que componen este factor serán asumidos 

por el Contratista.  

 

II. La verificación del ofrecimiento se hará por parte de la interventoría en la ejecución del Contrato.  

 

III. Si el Contratista durante la ejecución del contrato no cumple con estos compromisos, que se convierten 

en obligaciones contractuales, la Entidad podrá acudir a las multas para conminar al Contratista a su 

cumplimiento, o clausula penal de acuerdo con lo pactado en el Contrato. 

 

IV. Las actividades derivadas del ofrecimiento realizado son adicionales a aquellas propias de la ejecución 

del Contrato de obra y del cumplimiento de las obligaciones impuestas por las autorizaciones, permisos, 

licencias ambientales, licencias de construcción, planes de manejo ambiental, planes de ordenamiento 

territorial, para el desarrollo de la obra. 

 

Para la acreditación del compromiso y asignación de puntaje el proponente deberá presentar el Formato 12 A– 

Criterio Ambiental, debidamente suscrito y bajo la gravedad de juramento conste el compromiso que en este 

sentido asume, de realizar las siguientes actividades: 

 

II. INSTALACIÓN DE CICLO-PARQUEADEROS 

El Proponente que se comprometa a través del Formato 12A – Criterio ambiental a instalar por cuenta 

propia una (1) estación de ciclo-parqueaderos con techo, empleando materiales reciclados, el cual 

puede ser de forma horizontal o vertical, según la disponibilidad de espacio que cuente el predio en el 

cual será adelantado el proyecto de infraestructura social.  

Para el ofrecimiento realizado, la Entidad, definirá la ubicación, de acuerdo con el área del predio y 

disponibilidad de un espacio para la ubicación de bicicletas, definirá la cantidad de bicicletas que se 

podrán ubicar en los ciclo-parqueaderos teniendo en cuenta la siguiente tabla:  

Alternativa 
M2 del predio del 

proyecto a 
ejecutar 

Cantidad de bicicletas que se permitirá 
ubicar en el ciclo parqueaderos  

1 
Menor o igual a 

2.000 
N/A 



 
 

 

 

2 
Entre 2.001 y 

8.000 
N/A 

3 
Mayor o igual a 

8.001 
14 

 

Para el presente ofrecimiento el Contratista debe garantizar las condiciones de calidad y durabilidad del 

material reciclado; sin embargo, en caso de no ser posible la implementación del ciclo-parqueadero en 

materiales reciclados, será válida en materiales convencionales bajo los mismos supuestos de calidad 

y durabilidad.  

El mantenimiento y conservación de los ciclo-parqueaderos será responsabilidad de la Entidad, o a 

quien esta designe y no del Contratista.  

III. Establecer, medir y hacer seguimiento a un indicador de impacto ambiental adicional a los establecidos 

en el Plan de Manejo Ambiental - PMA y/o licencia ambiental y/o demás instrumentos definidos por la 

Normatividad y/o Autoridad Ambiental.  

 

Nota: Es importante aclarar que esta opción es adicional a lo que pueda solicitarse en un permiso, plan 

de manejo o licencia ambiental. Es decir, es adicional al cumplimiento normativo y de obligaciones 

ambientales establecidos por la autoridad ambiental que corresponda. 

IV. Usar durante la ejecución de las obras, en las zonas de campamentos y/o frentes de obra, fuentes de 

energía renovables, eficientes y/o energías alternativas; por ejemplo, paneles solares, iluminación LED, 

entre otras, garantizando la adecuada utilización y disposición de los recursos empleados.  

  

V. Contar con un programa de transporte sostenible, donde se establezcan de manera evidenciable, a 

través de metas e indicadores, medidas que contengan entre otros, algunos aspectos relacionados con 

diversificación de modos de transporte como por ejemplo: combinación con el sistema público, vehículos 

compartidos, sistemas de movilidad activa puede ser uso de bicicletas, patinetas o incluso caminar, de 

ser posible uso de tecnologías limpias y vehículos de bajas emisiones o uso compartido de vehículos y 

promover opciones de transporte seguro y aspectos de conducción eficiente, entre otros. 

 

VI. Contar con un programa de reciclaje y gestión integral de residuos (ordinarios, aprovechables, 

orgánicos, residuos de aparatos eléctricos y electrónicos-RAEES), donde se establezcan de manera 

evidenciable a través de metas e indicadores, las medidas implementadas de reciclaje y/o reutilización 

de residuos y su adecuada gestión. Durante la ejecución del proyecto tendrá que presentar el documento 

“Programa de reciclaje y gestión integral de residuos”, donde se evidencien las metas e indicadores, 

principalmente de reciclaje. 

 

VII. Asegurar la gestión adecuada de los residuos (ordinarios, aprovechables, residuos de aparatos 

eléctricos y electrónicos-RAEES) generados durante la prestación del servicio de consultoría en el 

marco de la normatividad vigente y aplicable, así como toda aquella que la modifique o la sustituya. 

Durante la ejecución del proyecto tendrá que entregar actas o documentos que evidencien la gestión de 

residuos efectuada durante la ejecución del contrato. 

 

 

 

 

12.2.4.2 Criterio social  

La Entidad asignará cinco (5) puntos al proponente que se comprometa a vincular durante toda la ejecución del 

contrato al menos cuatro (4) personas que pertenezcan a alguno de los tipos poblacionales que se listan en este 

numeral, para ello el proponente deberá presentar el Formato 12B– Criterio social, en el cual bajo la gravedad 

de juramento conste el compromiso que en este sentido asume. 

El adjudicatario del proceso vinculará personas, durante toda la ejecución del contrato, que pertenezcan a uno o 

algunos de los siguientes tipos poblacionales: 

1. Mujer Cabeza de Familia 

2. Mujer Víctima de Violencia Intrafamiliar 

3. Persona que no sean beneficiarios de la pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia y que 

hayan cumplido el requisito de edad de pensión establecido en la ley 

4. Persona perteneciente a población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom 

o gitana. 

5. Persona en proceso de reintegración o reincorporación, y miembros o exmiembros de la fuerza 

pública comparecientes ante la Jurisdicción Especial para la Paz- JEP 

6. Persona pospenada, o aquellas personas que se encuentren cumpliendo pena con permiso de 

trabajo, libertad condicional o suspensión provisional de pena con autorización de trabajo 

7. Víctima de conflicto armado  



 
 

 

 

8. Sujetos de especial protección constitucional  

9. En condición de pobreza extrema  

 

Durante la totalidad de la ejecución del Contrato, el Proponente deberá acreditar al Interventor y/o supervisor, el 

cumplimiento de este compromiso aportando el contrato laboral o documento que soporte la vinculación y 

planillas de aportes a seguridad social de la persona o personas vinculadas por este criterio. 

Adicional a lo anterior, para probar la condición de este tipo poblacional, en lo que refiere a los listados en los 

numerales 1 al 9, se deberá aportar alguno de los documentos establecidos en el numeral 4.8 del presente 

documento, para el caso de la persona o personas listadas en el numeral 6 deberá aportar certificación emitida 

por autoridad penitenciaria o judicial donde se acredite la calidad en la que se encuentra la persona.  

Nota: Para el cumplimiento de este criterio durante la ejecución contractual, la Entidad deberá incluir una 

obligación adicional a la establecida en el numeral segundo de la cláusula novena del Anexo 4 – Minuta del 

Contrato. Por lo cual al ofrecer este ponderable, el Proponente se está comprometiendo con una obligación 

adicional y diferente a la contenida en el artículo 2.2.1.2.4.2.16 del Decreto 1082 de 2015.   

Nota: Para los efectos previstos en el presente artículo, los sujetos de especial protección constitucional son 

aquellas personas que debido a su particular condición física, psicológica o social merecen una acción positiva 

estatal para efectos de lograr una igualdad real y efectiva.  Serán sujetos de especial protección constitucional los 

identificados por la Ley o la jurisprudencia de esta manera. 

Nota: La condición de los sujetos de especial protección constitucional que no se encuentre definida en este 

documento tipo deberá ser acreditada de conformidad con lo determinado por la ley y la jurisprudencia en 

ausencia de norma aplicable. 

Nota: El oferente no puede obtener dos puntajes por la acreditación de una misma población. Por ejemplo, 

obtener puntaje por el concepto de “vinculación de personas con discapacidad” del numeral 4.4 del pliego de 

condiciones y a su vez, vincular a personas en condición de discapacidad por ser sujetos de especial protección 

constitucional y obtener de esa forma el puntaje por el criterio social.  

12.3. Apoyo a la industria nacional 

PROMOCIÓN DE SERVICIOS NACIONALES O CON TRATO NACIONAL 

En los contratos que deban cumplirse en Colombia, el servicio es nacional cuando además de ofertarse por una 

persona natural colombiana o por un residente en Colombia, por una persona jurídica constituida de conformidad 

con la legislación colombiana o por un Proponente Plural conformado por estos o por estos y un extranjero con 

Trato Nacional, (i) usa el o los bienes nacionales relevantes definidos por la Entidad para el desarrollo de la obra 

o (ii) vincula el porcentaje mínimo de personal colombiano, según corresponda. 

En los contratos que no deban cumplirse en Colombia, que sean prestados en el extranjero y estén sometidos a 

la legislación colombiana, un servicio es colombiano si es prestado por una persona natural colombiana o por un 

residente en Colombia, por una persona jurídica constituida de conformidad con la legislación colombiana o por 

un Proponente Plural conformado por estos, sin que sea necesario el uso de bienes colombianos o la vinculación 

de personal colombiano. 

En el caso de los Proponentes extranjeros con trato nacional que participen en el Proceso de Contratación de 

manera singular o mediante la conformación de un Proponente Plural podrán definir si aplican las reglas previstas 

en este numeral o, si, por el contrario, deciden acogerse a la regla de origen de su país. Para definir la regla 

aplicable al proceso, el Proponente extranjero con trato nacional así lo manifestará con el diligenciamiento de la 

opción 3 del Formato 9A – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional. En el caso que no se 

diligencie la opción 3 del Formato 9A – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional, la Entidad 

deberá evaluar la oferta de acuerdo con las reglas previstas en este numeral.  

De conformidad con la consulta del Registro de Productores de Bienes Nacionales, realizada en fecha 

22/09/2026, se determinó que los bienes relevantes para el desarrollo de la obra no se encuentran incluidos en 

dicho registro de conformidad con el numeral 3 del artículo 2.2.1.2.4.2.9. del Decreto 1082 de 2015. Por tal motivo, 

se otorgará el puntaje de apoyo a la industria nacional a los Proponentes que se comprometan a vincular al 

desarrollo del objeto contractual un porcentaje de empleados o contratistas por prestación de servicios 

colombianos, de al menos el ochenta por ciento (80 %), del personal requerido para el cumplimiento del contrato.  

En el caso de Proponentes Plurales todos, varios o cualquiera de sus integrantes podrá vincular un porcentaje 

de empleados o contratistas por prestación de servicios colombianos, de al menos el ochenta por ciento (80 %), 

del personal requerido para el cumplimiento del contrato.  

Además de la incorporación del bien nacional relevante o del porcentaje de personal colombiano requerido para 

la ejecución del contrato, tratándose de Proponentes Plurales, su composición deberá estar acorde con lo exigido 



 
 

 

 

por la noción de Servicios Nacionales prevista en el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015, de lo que 

dependerá la franja del puntaje aplicable en lo referente al apoyo de la industria nacional.  

A tales efectos en la siguiente tabla se indican las posibles composiciones de Proponentes Plurales, la regla de 

origen que les aplica en virtud de dicha conformación, así como la franja de puntaje correspondiente: 

12.4. VINCULACION DE PERSONAS EN CONDICIONE DE DISCAPACIDAD. 

La Entidad asignará un (1) punto al Proponente que acredite el número mínimo de personas con discapacidad 

de acuerdo con el número total de trabajadores de la planta de su personal en los términos señalados en el 

artículo 2.2.1.2.4.2.6. del Decreto 1082 de 2015 (adicionado por el Decreto 392 de 2018).  

Para esto debe presentar: i) el Formato 8 – Vinculación de personas con discapacidad suscrito por la persona 

natural, el representante legal o el revisor fiscal, según corresponda, en el cual certifique el número total de 

trabajadores vinculados a la planta de personal del Proponente o sus integrantes a la fecha de cierre del Proceso 

de Contratación, ii) acreditar el número mínimo de personas con discapacidad en su planta de personal, de 

conformidad con lo señalado en el certificado expedido por el Ministerio de Trabajo, el cual deberá estar vigente 

a la fecha de cierre del Proceso de Contratación. 

Para los Proponentes Plurales, la Entidad tendrá en cuenta la planta de personal del integrante del Proponente 

Plural que aporte como mínimo el cuarenta por ciento (40 %) de la experiencia requerida para el Proceso de 

Contratación. Este porcentaje de experiencia se tomará sobre el “valor mínimo a certificar (como % del 

Presupuesto Oficial de obra expresado en SMMLV)” de conformidad con el numeral 3.5.8, sin importar si la 

experiencia es general o específica. 

El Formato 8, en el caso de los proponentes plurales, debe suscribirse por la persona natural o el representante 

legal, de la persona jurídica que aporte como mínimo el cuarenta por ciento (40%) de la experiencia requerida 

para el Proceso de Contratación. 

12.5. Emprendimientos y empresas de mujeres 

La Entidad asignará un puntaje de cero punto veinticinco (0.25) puntos al Proponente que acredite la calidad de 

emprendimientos y empresas de mujeres con domicilio en el territorio nacional de conformidad con lo previsto 

en el artículo 2.2.1.2.4.2.14. del Decreto 1082 de 2015 o la norma que lo modifique, sustituya o complemente. 

Para que el Proponente obtenga este puntaje debe diligenciar el Formato 13 – Acreditación de emprendimientos 

y empresas de mujeres y aportar la documentación requerida. Si el Proponente debió subsanar la entrega de 

dicho formato y/o los documentos exigidos para probar esta condición será válido para el criterio diferencial en 

cuanto al requisito habilitante relacionado con el número de contratos aportados para demostrar la experiencia 

solicitada. Sin embargo, no se tendrán en cuenta para la asignación de puntaje, por lo que obtendrá cero (0) 

puntos por este factor de evaluación.  

Tratándose de Proponentes Plurales este puntaje sólo se otorgará si por lo menos uno de los integrantes acredita 

la calidad de emprendimientos y empresas de mujeres y tiene una participación igual o superior al diez por ciento 

(10 %) en el Consorcio o en la Unión Temporal. 

La asignación de este puntaje no excluye la aplicación del puntaje para Mipyme. 

12.6. Mipyme domiciliada en Colombia  

La Entidad otorgará un puntaje de cero punto veinticinco (0.25) puntos al proponente que acredite la calidad 

de Mipyme domiciliada en Colombia de conformidad con el artículo 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, en 

concordancia con el parágrafo del artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015, o la norma que lo modifique, 

complemente o sustituya. 

 

Así las cosas, para obtener el puntaje, el Proponente entregará copia del certificado del Registro Único de 

Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. Si el Proponente 

debió subsanar la entrega del RUP, éste será válido para los criterios diferenciales en cuanto a los requisitos 

habilitantes relacionados con el número de contratos aportados para demostrar la experiencia solicitada y los 

índices de la Capacidad Financiera y Organizacional. Sin embargo, el certificado no se tendrá en cuenta para 

la asignación del puntaje adicional, por lo que obtendrá cero (0) puntos por este factor de evaluación.  

Tratándose de Proponentes Plurales este puntaje se otorgará si por lo menos uno de los integrantes acredita 

la calidad de Mipyme y tiene una participación igual o superior al diez por ciento (10%) en el Consorcio o en la 

Unión Temporal. 

Nota: En el evento que la subsunción del RUP solo sea para dar cumplimiento a el requisito que indica que la 

fecha de expedición del certificado no sea mayor a treinta (30) días calendario anteriores a la fecha del cierre del 

Proceso de Contratación, no se aplicara lo dispuesto en la parte final del inciso segundo de este numeral. 



 
 

 

 

Por lo tanto, una vez presentada la subsanación, la Entidad analizará y valorará la información allegada por el 

proponente, con el fin de establecer si efectivamente se trata de únicamente una aclaración o actualización de 

fecha de expedición del certificado del RUP, caso en el cual se podrá otorgar al proponente el puntaje por este 

criterio. 

13. CRITERIOS DE DESEMPATE 

En caso de empate en el puntaje total de dos o más ofertas deberán aplicarse las siguientes reglas de acuerdo 

con cada uno de los numerales, de forma sucesiva y excluyente, para seleccionar al proponente favorecido, 

respetando en todo caso las obligaciones contenidas en los Acuerdos Comerciales vigentes, especialmente en 

materia de trato nacional: 

1. Preferir la oferta de bienes o servicios nacionales frente a la oferta de bienes o servicios extranjeros. El 

Proponente acreditará este factor de desempate de acuerdo con las reglas definidas en el numeral 4.3.1 y con 

los documentos señalados en la sección 4.3.1.1 del presente Pliego de Condiciones. Por tanto, este criterio de 

desempate se probará con los mismos documentos que se presentan para el puntaje de apoyo a la industria 

nacional. Para el caso de los Proponentes Plurales, todos los integrantes deberán demostrar el origen nacional 

de la oferta en las condiciones indicadas en los numerales anteriormente citados.  

2. Preferir la propuesta de la mujer cabeza de familia. Su acreditación se realizará en los términos del parágrafo 

del artículo 2 de la Ley 82 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 1232 de 2008, o la norma que lo 

modifique, aclare, adicione o sustituya, es decir, la condición de mujer cabeza de familia y la cesación de esta 

se otorgará desde el momento en que ocurra el respectivo evento y se declare ante un notario. Esta certificación 

debe tener una fecha de expedición no mayor a treinta (30) días calendario anteriores a la fecha del cierre del 

Proceso de Contratación y en esta deberá verificarse el cumplimiento de los requisitos indicados en el artículo 1 

de la Ley 1232 de 2008. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para 

establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada en el presente Pliego de 

Condiciones definitivo. 

Igualmente, se preferirá la propuesta de la mujer víctima de violencia intrafamiliar, la cual acreditará esta 

condición de conformidad con el artículo 21 de la Ley 1257 de 2008 o la norma que lo modifique, aclare, adicione 

o sustituya, esto es, cuando se profiera una medida de protección expedida por la autoridad competente. En 

virtud del artículo 16 de la Ley 1257 de 2008 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, la medida 

de protección la debe impartir el comisario de familia del lugar donde ocurrieron los hechos y, a falta de este, del 

juez civil municipal o promiscuo municipal, o la autoridad indígena en los casos de violencia intrafamiliar en las 

comunidades de esa naturaleza.  

En el caso de las personas jurídicas se preferirá a aquellas en las que participen mayoritariamente mujeres 

cabeza de familia y/o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, para lo cual el representante legal o el revisor 

fiscal, según corresponda, diligenciará el «Formato 10A – Participación mayoritaria de mujeres cabeza de familia 

y/o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar (persona jurídica)», mediante el cual acreditará, bajo la gravedad 

del juramento, que más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o cuota parte de la persona 

jurídica está constituida por mujeres cabeza de familia y/o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar. Además, 

deberá probar la condición indicada de cada una de las mujeres que participen en la sociedad, aportando los 

documentos que avalen el cumplimiento de los requisitos, de acuerdo con los dos incisos anteriores.  

Finalmente, en el caso de los Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes 

acredite alguna de las condiciones señaladas en los incisos anteriores de este numeral. 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen datos 

sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o 

sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, 

en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el «Formato 11 – Autorización para 

el tratamiento de datos personales» mediante el cual autoricen de manera previa y expresa el tratamiento de 

esta información, como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate. 

3. Preferir la propuesta presentada por el proponente que acredite en las circunstancias establecidas en la ley 

que por lo menos el diez por ciento (10 %) de su nómina está en condición de discapacidad, de acuerdo con el 

artículo 24 de la Ley 361 de 1997 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, debidamente 

certificadas por la oficina del Ministerio del Trabajo de la respectiva zona, que hayan sido contratados con por lo 

menos un (1) año de anterioridad a la fecha de cierre del presente Proceso de Contratación  o desde el momento 

de la constitución de la persona jurídica cuando esta es inferior a un (1) año y que manifieste adicionalmente 

que mantendrá dicho personal por un lapso igual al término de ejecución del contrato, para lo cual deberá 

diligenciar el «Formato 10 B – Vinculación de personas en condición de discapacidad». En caso de modificarse 

la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la 

fecha originalmente contemplada en el presente Pliego de Condiciones definitivo. 

Si la oferta es presentada por un Proponente Plural, el integrante que acredite que el diez por ciento (10 %) de 

su nómina está en condición de discapacidad, en los términos del presente numeral, debe tener una participación 



 
 

 

 

de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en la estructura plural y aportar como mínimo el veinticinco por 

ciento (25 %) de la experiencia acreditada en la oferta.  

El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata este numeral se acreditará con el certificado de aportes 

a seguridad social del último año o del tiempo de su constitución cuando su conformación sea inferior a un (1) 

año, en el que se demuestren los pagos realizados por el empleador.  

4. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite la vinculación en mayor proporción de personas 

que no sean beneficiarios de la pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia y que hayan cumplido el requisito 

de edad de pensión establecido en la ley. Para ello la persona natural, el representante legal de la persona 

jurídica o el revisor fiscal, según corresponda, diligenciará el «Formato 10 C – Vinculación de personas no 

beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o sobrevivencia – (Empleador – Proponente)», mediante la cual 

certificará bajo la gravedad del juramento las personas vinculadas en su nómina y el número de trabajadores 

que no son beneficiarios de la pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia y que cumplieron el requisito de 

edad de pensión. Solo se valdrá la vinculación de aquellas personas que se encuentren en las condiciones 

descritas y que hayan estado vinculadas con una anterioridad igual o mayor a un (1) año contado a partir de la 

fecha del cierre del Proceso de Contratación. Para los casos de constitución inferior a un (1) año, se tendrá en 

cuenta a aquellos que hayan estado vinculados desde el momento de la constitución de la persona jurídica. En 

caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de 

vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada en el presente Pliego de Condiciones definitivo. 

El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata el inciso anterior se acreditará con el certificado de 

aportes a la seguridad social del último año o del tiempo de constitución de la persona jurídica en caso de que 

esta sea inferior a un (1) año, en el que se demuestre los pagos realizados por el empleador.  

En el caso de los Proponentes Plurales, su representante legal diligenciará el «Formato 10 C – Vinculación de 

personas no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o sobrevivencia – (Empleador – Proponente)», 

mediante el cual certifique el número de trabajadores vinculados que son personas no beneficiarias de la pensión 

de vejez, familiar o de sobrevivencia, y que cumplieron el requisito de edad de pensión establecido en la ley, de 

todos los integrantes del proponente. Las personas enunciadas anteriormente podrán estar vinculadas a 

cualquiera de sus integrantes. 

En cualquiera de los dos supuestos anteriores, para el otorgamiento del criterio de desempate, cada uno de los 

trabajadores que cumpla las condiciones previstas por la ley diligenciará el «Formato 10 C – Vinculación de 

personas no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o sobrevivencia (Trabajador)», mediante el cual 

certifica bajo la gravedad del juramento que no es beneficiario de pensión de vejez, familiar o sobrevivencia, y 

cumple la edad de pensión; además, se deberá allegar el documento de identificación del trabajador que lo firma. 

La mayor proporción se definirá en relación con el número total de trabajadores vinculados en la planta de 

personal, por lo que se preferirá al oferente que acredite un mayor porcentaje. En el caso de Proponentes 

Plurales, la mayor proporción se definirá con la sumatoria de trabajadores vinculados en la planta de personal 

de cada uno de sus integrantes. 

5. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite, que por lo menos el diez por ciento (10 %) de 

su nómina pertenece a población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana, para lo 

cual, la persona natural, el representante legal o el revisor fiscal, según corresponda, bajo la gravedad del 

juramento, diligenciará el  «Formato 10D – Vinculación de población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, 

palenquera, Rrom o gitana» mediante el cual certifica las personas vinculadas a su nómina y el número de 

identificación y el nombre de las personas que pertenecen a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, 

palanquera, Rrom o gitana. Solo se tendrá en cuenta aquellas personas que hayan estado vinculadas con una 

anterioridad igual o mayor a un (1) año contado a partir de la fecha del cierre del proceso. Para los casos de 

constitución inferior a un (1) año, se valdrá a aquellos que hayan estado vinculados desde el momento de la 

constitución de la persona jurídica. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como 

referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada en el presente 

Pliego de Condiciones definitivo. 

El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata el inciso anterior se acreditará con el certificado de 

aportes a seguridad social en el que se demuestren los pagos realizados por el empleador en el último año 

contado a partir de la fecha del cierre del proceso o del tiempo de su constitución cuando esta es inferior a un 

(1) año.   

Además, deberá aportar la copia de la certificación expedida por el Ministerio del Interior en la cual acredite que 

los trabajadores pertenecen a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana 

en los términos del Decreto Ley 2893 de 2011, o la norma que lo modifique, sustituya o complemente. 

En el caso de los Proponentes Plurales, su representante legal diligenciará el «Formato 10 D – Vinculación de 

población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana», mediante el cual certifica que 

por lo menos el diez por ciento (10 %) del total de la nómina de sus integrantes pertenece a población indígena, 

negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana. Este porcentaje se definirá de acuerdo con la 

sumatoria de la nómina de cada uno de los integrantes del Proponente Plural. Las personas enunciadas 



 
 

 

 

anteriormente podrán estar vinculadas a cualquiera de sus integrantes. En todo caso, deberá aportar la copia de 

la certificación expedida por el Ministerio del Interior, en la cual acredite que el trabajador pertenece a la población 

indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana en los términos del Decreto Ley 2893 de 

2011, o la norma que lo modifique, sustituya o complemente. 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen datos 

sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o 

sustituya, se requiere que el titular de la información de estos, como son las personas que pertenecen a la 

población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana, en los términos del literal a) del 

artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el «Formato 11- Autorización para el tratamiento de datos 

personales» mediante el cual autoriza de manera previa y expresa el tratamiento de la información, como 

requisito para el otorgamiento del criterio de desempate. 

6. Preferir la propuesta de personas naturales en proceso de reintegración o reincorporación para lo cual 

presentará copia de alguno de los siguientes documentos: i) la certificación en las desmovilizaciones colectivas 

que expida la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, ii) el certificado que emita el Comité Operativo para la 

Dejación de las Armas respecto de las personas desmovilizadas en forma individual, iii) el certificado que emita 

la Agencia para la Reincorporación y la Normalización que acredite que la persona se encuentra en proceso de 

reincorporación o reintegración o iv) cualquier otro certificado que para el efecto determine la Ley. Además, se 

entregará copia del documento de identificación de la persona en proceso de reintegración o reincorporación. 

En el caso de las personas jurídicas, el representante legal o el revisor fiscal, si están obligados a tenerlo, 

diligenciarán el «Formato 10 E- Participación mayoritaria de personas en proceso de reincorporación y/o 

reintegración (personas jurídicas)», por medio del cual certificarán bajo la gravedad de juramento que más del 

cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o cuotas partes de la persona jurídica está constituida 

por personas en proceso de reintegración o reincorporación. Además, deberá aportar alguno de los certificados 

del inciso anterior, junto con los documentos de identificación de cada una de las personas que está en proceso 

de reincorporación o reintegración. 

Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando todos los integrantes sean personas en 

proceso de reincorporación, para lo cual se entregará alguno de los certificados del inciso primero de este 

numeral, y/o personas jurídicas donde más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o cuotas 

partes esté constituida por personas en proceso de reincorporación, para lo que el representante legal, o el 

revisor fiscal, si está obligado a tenerlo, diligenciarán, bajo la gravedad del juramento, el «Formato 10 E - 

Participación mayoritaria de personas en proceso de reincorporación (personas jurídica integrante del 

Proponente Plural)», y aportará los documentos de identificación de las personas en proceso de reincorporación. 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen datos 

sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o 

sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las personas en proceso de reincorporación o 

reintegración, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el «Formato 11- 

Autorización para el tratamiento de datos personales» mediante el cual autoriza de manera previa y expresa el 

tratamiento de la información, como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate.  

7.  Preferir la oferta presentada por un Proponente Plural siempre que se cumplan las condiciones de los 

siguientes literales: 

(a) Esté conformado por al menos una madre cabeza de familia y/o una persona en proceso de 

reincorporación o reintegración, para lo cual se acreditarán estas condiciones de acuerdo con lo previsto en 

el inciso 1 del numeral 2 y/o el inciso 1 del numeral 6, de los criterios de desempate del presente Pliego de 

Condiciones; o por una persona jurídica en la cual participe o participen mayoritariamente madres cabeza de 

familia y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración, para lo cual el representante legal o el 

revisor fiscal, si están obligados a tenerlo, diligenciará el «Formato 10 F – Participación mayoritaria de 

mujeres cabeza de familia y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración (personas jurídicas)», 

mediante el cual certifica, bajo la gravedad del juramento, que más del cincuenta por ciento (50 %) de la 

composición accionaria o cuota parte de la persona jurídica está constituida por madres cabeza de familia 

y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración. Además, deberá acreditar la condición indicada 

de las personas que participe en la sociedad que sean mujeres cabeza de familia y/o personas en proceso 

de reincorporación o reintegración, allegando los documentos de cada uno de ellos, de acuerdo con lo 

previsto en este literal. Este integrante debe tener una participación de por lo menos el veinticinco por ciento 

(25 %) en el Proponente Plural. 

(b) el integrante del Proponente Plural de que trata el anterior literal debe aportar mínimo el veinticinco por 

ciento (25 %) de la experiencia acreditada en la oferta.  

(c) en relación con el integrante del literal a) ni la madre cabeza de familia o la persona en proceso de 

reincorporación o reintegración, ni la persona jurídica, ni sus accionistas, socios o representantes legales 

podrán ser empleados, socios o accionistas de otro de los integrantes del Proponente Plural, para lo cual el 

integrante persona natural o el representante legal de la persona jurídica de que trata el literal a) lo 



 
 

 

 

manifestará diligenciando el «Formato 10 F Participación mayoritaria de mujeres cabeza de familia y/o 

personas en proceso de reincorporación y/o reintegración».  

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen 

datos sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, 

adiciona o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las personas en proceso de 

reincorporación y/o reintegración, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, 

diligencien el «Formato 11- Autorización para el tratamiento de datos personales» mediante el cual autoriza 

de manera previa y expresa el tratamiento de esta información, como requisito para el otorgamiento del 

criterio de desempate.  

8. Preferir la oferta presentada por una Mipyme, lo cual se verificará en los términos del parágrafo del artículo 

2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 

1074 de 2015. En este sentido, el tamaño empresarial se acreditará con la copia del certificado del Registro 

Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación  

Asimismo, se preferirá la oferta presentada por una cooperativa o asociaciones mutuales para lo cual se aportará 

el certificado de existencia y representación legal expedido por la cámara de comercio o la autoridad respectiva. 

En el caso específico en que el empate se presente entre cooperativas o asociaciones mutuales que tengan el 

tamaño empresarial de grandes empresas junto con micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de las 

cooperativas o asociaciones mutuales que cumplan con los criterios de clasificación empresarial definidos por el 

Decreto 1074 de 2015 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, que sean micro, pequeñas o 

medianas. 

Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes acredite alguna 

de las condiciones señaladas en los incisos anteriores de este numeral. En el evento en que se presente empate 

entre Proponentes Plurales cuyos integrantes estén conformados únicamente por cooperativas y asociaciones 

mutuales que tengan la calidad de grandes empresas junto con otras en las que los integrantes tengan la 

condición de micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de aquellos Proponentes Plurales en los cuales 

al menos uno de sus integrantes sea una cooperativa o asociación mutual que cumpla con los criterios de 

clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o 

sustituya, que sean micro, pequeñas o medianas. 

9. Preferir la oferta presentada por el Proponente Plural constituido en su totalidad por micro y/o pequeñas 

empresas, cooperativas o asociaciones mutuales.  

La condición de micro o pequeña empresa se verificará en los términos del artículo 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 

1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015, esto es, el 

tamaño empresarial se acreditará con la copia del certificado del Registro Único de Proponentes, el cual deberá 

encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. 

La condición de cooperativa o asociación mutual se acreditará con el certificado de existencia y representación 

legal expedido por la cámara de comercio o la autoridad respectiva. En el evento en que el empate se presente 

entre Proponentes Plurales cuyos integrantes estén conformados únicamente por cooperativas y asociaciones 

mutuales que tengan la calidad de grandes empresas junto con otras en las que los integrantes tengan la calidad 

de micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de aquellos Proponentes Plurales en los cuales al menos 

uno de sus integrantes sea una cooperativa o asociación mutual que cumpla con los criterios de clasificación 

empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, que 

sean micro, pequeñas o medianas. 

10. Preferir al oferente persona natural o jurídica que acredite, de acuerdo con sus estados financieros o 

información contable con corte al 31 de diciembre del año anterior, que por lo menos el veinticinco por ciento (25 

%) del total de sus pagos fueron realizados a Mipyme, cooperativas o asociaciones mutuales por concepto de 

proveeduría del oferente, efectuados durante el año anterior, para lo cual el Proponente persona natural y 

contador público; o el representante legal de la persona jurídica y el revisor fiscal para las personas obligadas 

por ley; o del representante legal de la persona jurídica y contador público, según corresponda, diligenciará bajo 

la gravedad del juramento el «Formato 10 G- Pagos realizados a Mipyme, cooperativas o asociaciones 

mutuales», en el que conste que por lo menos el veinticinco por ciento (25%) del total de pagos fueron realizados 

a Mipyme, cooperativas o asociaciones mutuales.  

Igualmente, cuando la oferta es presentada por un Proponente Plural se preferirá a este siempre que:  

(a) esté conformado por al menos una Mipyme, cooperativa o asociación mutual que tenga una participación de 

por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en el Proponente Plural, para lo cual se presentará el documento 

de conformación del Proponente Plural y, además, ese integrante acredite la condición de Mipyme, cooperativa 

o asociación mutual en los términos del numeral 8; 

(b) la Mipyme, cooperativa o asociación mutual aporte mínimo el veinticinco por ciento (25 %) de la experiencia 

acreditada en la oferta; y  



 
 

 

 

(c) ni la Mipyme, cooperativa o asociación mutual ni sus accionistas, socios o representantes legales sean 

empleados, socios o accionistas de los integrantes del Proponente Plural, para lo cual el integrante respectivo 

lo manifestará diligenciando el «Formato 10 H – Acreditación Mipyme», suscrito por la persona natural o el 

representante legal de la persona jurídica.  

En el evento en que el empate se presente entre Proponentes Plurales, que cumplan con los requisitos de los 

incisos anteriores, cuyos integrantes estén conformados únicamente por cooperativas y asociaciones mutuales 

que tengan la calidad de grandes empresas junto con otras en las que los integrantes tengan la condición de 

micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de aquellos Proponentes Plurales en los cuáles al menos uno 

de sus integrantes sea una cooperativa o asociación mutual que cumpla con los criterios de clasificación 

empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015, que sean micro, pequeñas o medianas. 

11. Preferir las empresas reconocidas y establecidas como Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo o Sociedad 

BIC, del segmento Mipyme, para lo cual se presentará el certificado de existencia y representación legal en el 

que conste el cumplimiento de los requisitos del artículo 2 de la Ley 1901 de 2018, o la norma que la modifique 

o la sustituya. Asimismo, acreditará la condición de Mipyme en los términos del numeral 8.  

Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes acredite las 

condiciones señaladas en el inciso anterior de este numeral. 

12.  Preferir la propuesta presentada por personas que acrediten: (a) ser jóvenes Egresados del Sistema de 

Protección del ICBF en las condiciones establecidas en la ley; o (b) de la persona jurídica en la cual participe o 

participen mayoritariamente, es decir, que más del cincuenta por ciento (50%) de la composición accionaria o 

cuota parte de la persona jurídica está constituida por jóvenes egresados del Sistema de Protección del ICBF; 

o, (c) la oferta presentada por de un proponente plural con una participación de al menos un veinticinco por 

ciento (25%) de una persona que acredite ser Egresado del Sistema de Protección del ICBF o una persona 

jurídica en las cuales se acredite participación mayoritaria de jóvenes egresados del Sistema de Protección del 

ICBF. Dicha calidad se acreditará por la Entidad competente. 

13. Si después de aplicar los criterios anteriormente mencionados persiste el empate: 

(a) La Entidad ordenará a los proponentes empatados en orden alfabético según el nombre completo de la 

persona natural, la persona jurídica o el proponente plural. En caso de que dos o más proponentes tengan el 

mismo nombre se colocará primero en el orden a quienes hayan presentado primero en el tiempo sus ofertas. 

Una vez ordenados, le asignará un número entero a cada uno de estos de forma ascendente, de tal manera que 

al primero de la lista le corresponda el 1. 

(b) Seguidamente, la Entidad debe tomar la parte entera (números a la izquierda de la coma decimal) de la TRM 

que rigió el día del cierre del proceso. La Entidad debe dividir esta parte entera entre el número total de 

Proponentes en empate, para posteriormente tomar su residuo y utilizarlo en la selección final. 

(c) Realizados estos cálculos, la Entidad seleccionará a aquel Proponente que presente coincidencia entre el 

número asignado y el residuo encontrado. En caso de que el residuo sea cero (0), se escogerá al Proponente 

con el mayor número asignado. 

Nota: Los factores de desempate deberán aplicarse en armonía con los Acuerdos Comerciales vigentes 

suscritos por Colombia. De esta manera, en el evento en que el empate se presente entre ofertas cubiertas por 

un Acuerdo Comercial, se aplicarán los factores de desempate que sean compatibles con los mencionados 

Acuerdos. 

Nota: Si el empate entre las propuestas se presenta con un Proponente, bien o servicio extranjero cuyo país de 

origen no tiene Acuerdo Comercial con Colombia, ni trato nacional por reciprocidad o con ocasión de la normativa 

comunitaria, se dará aplicación a todos los criterios de desempate previstos en el presente numeral. 

Nota: Conforme con el artículo 18 de la Ley 1712 de 2014 y los artículos 5 y 6 de la Ley 1581 de 2012, la Entidad 

garantizará el derecho a la reserva legal de toda aquella información que acredita el cumplimiento de los factores 

de desempate de: i) las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, ii) las personas en proceso de reincorporación 

y/o reintegración y iii) la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana. 

De acuerdo con lo anterior, en la plataforma del SECOP no se publicará la información relacionada con los 

factores de desempate de personas en procesos de reincorporación o reintegración o mujeres víctimas de 

violencia intrafamiliar o la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana, puesto 

que su público conocimiento puede afectar el derecho a la intimidad de los oferentes o de sus trabajadores o 

socios o accionistas. 

Nota: Para efectos de los factores de desempate dispuestos en este numeral, se entiende por experiencia 

acreditada en la oferta, la sumatoria de los contratos que demuestren la experiencia general de la actividad 

principal, expresados en salarios mínimos mensuales legales vigentes (SMMLV).  



 
 

 

 

14. Causales de rechazo  

Son causales de rechazo de las propuestas las siguientes:  

A. Que el Proponente o alguno de los integrantes del Proponente Plural esté incurso en causal de inhabilidad, 

incompatibilidad o prohibición previstas en la legislación para contratar. 

 

B. Cuando una misma persona natural o jurídica, o integrante de un Proponente Plural presente o haga parte 

en más de una propuesta para el Proceso de Contratación.   

 

C. Que la persona jurídica Proponente individual o integrante del Proponente Plural esté incursa en la situación 

descrita en el numeral 1 del artículo 38 de la Ley 1116 de 2006. 

 

D. Que al Proponente se le haya requerido con el propósito de subsanar o aclarar o aportar un documento de 

la propuesta y no lo efectúe dentro del plazo indicado o no lo realice correctamente o de acuerdo con lo 

solicitado, siempre que la subsanación, aclaración o aporte requerido sea necesario para cumplir con un 

requisito habilitante en los términos establecidos en la sección 1.6 del Documento Base. 

 

E. Que la inscripción en el Registro Único de Proponentes (RUP) que realice el proponente, por primera vez o 

cuando han cesado los efectos y debe volver a inscribirse, no esté en firme en la fecha prevista para el 

cierre del Proceso de selección. 

 

F. Que el Proponente no acredite la presentación de la información para renovar el Registro Único de 

Proponentes (RUP), a más tardar el quinto día hábil del mes de abril de cada año, o en la fecha que 

establezca la ley o el reglamento, si fuera una distinta.  

 

G. Que el Proponente aporte información inexacta sobre la cual pueda existir una posible falsedad en los 

términos de la sección 1.11 del Documento Base. 

 

H. Que el Proponente se encuentre inmerso en un conflicto de interés previsto en una norma de rango 

constitucional o legal o en la causal prevista en el numeral 1.14 del Pliego de Condiciones. 

 

I. No entregar la Garantía de seriedad de la oferta junto con la propuesta. 

 

J. Que el objeto social del Proponente, en caso de ser persona jurídica, o el de sus integrantes, tratándose de 

Proponentes Plurales, no le permita ejecutar el objeto del Contrato.  

K. Que el valor total de la oferta o aquel revisado en la audiencia efectiva de adjudicación exceda el 

Presupuesto Oficial estimado para el Proceso de Contratación.  

 

L. Presentar la oferta con tachaduras o enmendaduras en alguno de los documentos que acreditan los 

requisitos habilitantes o los factores de evaluación de la oferta y no se encuentre en la forma indicada en la 

sección 2.3 del Pliego de Condiciones, sin perjuicio de la posibilidad de subsanar los primeros en los 

términos del numeral 1.6. 

 

M. Que el Proponente adicione, suprima, cambie, o modifique los ítems, la descripción, las especificaciones, 

el detalle, las unidades o cantidades señaladas en el Formulario 1 – Formulario de Presupuesto Oficial, de 

acuerdo con lo exigido por la Entidad.  

 

N. No ofrecer el valor de un precio unitario u ofrecerlo en cero (0) pesos.  

 

O. Superar el valor unitario de los ítems ofrecidos con respecto al valor establecido para cada ítem del 

Presupuesto Oficial.  

 

P. No discriminar en la oferta económica el porcentaje de AIU en la forma como lo establece el Pliego de 

Condiciones y el Formulario 1 – Formulario de Presupuesto Oficial.  

 

Q. Ofrecer como AIU un porcentaje cuya sumatoria sea superior al establecido por la entidad en el Formulario 

1 – Formulario de Presupuesto Oficial. 

 

R. Cuando se presente propuesta condicionada para la adjudicación del contrato. 

 

S. Presentar la oferta extemporáneamente. 

 

T. No presentar oferta económica.  Entregar la información de la propuesta económica en el sobre que no 

corresponda. 

 

U.  Presentar más de una oferta económica con valores distintos en el Sobre 2 o que no se presente conforme 

con las condiciones establecidas en el numeral 2.3.2 Sobre 2.   



 
 

 

 

 

V. Cuando se determine que el valor total de la oferta es artificialmente bajo, de acuerdo con lo establecido en 

la sección 4.1.3. del pliego de condiciones. 

 

W. Cuando se presenten propuestas parciales y esta posibilidad no haya sido establecida en el Pliego de 

Condiciones. 

 

X. No informar todos los contratos que el Proponente tenga en ejecución antes del cierre, necesarios para 

acreditar su capacidad residual conforme a la sección 3.10. 

 

Y. Ofrecer un plazo superior al señalado por la Entidad en el Anexo 1 – Anexo Técnico. 

 

Z. Ofrecer condiciones particulares del proyecto de inferior calidad, personal profesional sin los requisitos 

mínimos; actividades por ejecutar y su alcance, forma de pago, obras provisionales, permisos, licencias y 

autorizaciones, notas técnicas específicas, y documentos técnicos adicionales, en condiciones diferentes a 

las establecidas por la Entidad en el Anexo 1 – Anexo Técnico. 

 

AA. Cuando la Entidad encuentre que la propuesta aportada por un Proponente Plural se realice con un usuario 

del SECOP II diferente al de la unión temporal o consorcio. 

 

BB. Las demás previstas en la ley 

 

15. Causales para la declaración de desierta del proceso de selección  

La entidad podrá declarar desierto el procedimiento de selección cuando:  

 

A. No se presenten ofertas. 

B. Ninguna oferta resulte hábil, por no cumplir las exigencias del pliego de condiciones. 

C. Existan causas o motivos que impidan la escogencia objetiva del proponente. 

D. Lo contemple la ley. 

 

16. Riesgos asociados al contrato, forma de mitigarlos y asignación de riesgos 

La Matriz 3 – Riesgos incluye los riesgos que se pueden presentar durante la ejecución del contrato. Esta matriz 

describe cada uno de los riesgos, la consecuencia de su ocurrencia, a quien se le asigna, cual es el tratamiento 

en caso de ocurrencia y quien es el responsable del tratamiento entre otros aspectos.  

16.1. Audiencia de asignación de riesgos 

En la fecha, hora y lugar señalado en el cronograma del proceso de contratación se llevará a cabo la audiencia 

pública de asignación de riesgos. En la misma, a solicitud de cualquiera de las personas interesadas en el 

proceso, se podrá precisar el contenido y alcance del pliego de condiciones. 

Los interesados presentarán las observaciones que estimen pertinentes sobre la asignación de Riesgos. La 

Matriz 3 – Riesgos en la cual se tipifican los riegos previsibles, preparada por la entidad hace parte integrante del 

presente pliego de condiciones y los interesados podrán presentar sus observaciones durante el plazo de la 

licitación o en la audiencia prevista para el efecto. 

Los proponentes deben realizar todas las evaluaciones y estimaciones que sean necesarias para presentar su 

propuesta sobre la base de un examen cuidadoso de sus características, incluyendo los estudios, diseños, 

evaluaciones y verificaciones que consideren necesarios para formular la propuesta con base en su propia 

información, de manera tal que el proponente deberá tener en cuenta el cálculo de los aspectos económicos del 

proyecto, los cuales deben incluir todas las obligaciones y asunción de riesgos que emanan del contrato. 

Si el proponente que resulte adjudicatario ha evaluado incorrectamente o no ha considerado toda la información 

que pueda influir en la determinación de los costos, no se eximirá de su responsabilidad por la ejecución completa 

de las obras de conformidad con el contrato ni le dará derecho a rembolso de costos ni a reclamaciones o 

reconocimientos adicionales de ninguna naturaleza. 

17.  ACUERDOS COMERCIALES 

 

El proceso de contratación está cubierto por los siguientes Acuerdos Comerciales y por la Decisión 439 de la 

Secretaría de la Comunidad Andina de Naciones (CAN): 

Acuerdo Comercial  ¿Vigente?  

Entidad 
Estatal 

Cubierta  

Valor del Proceso de 
Contratación superior al umbral 

del Acuerdo Comercial1  
Excepción Aplicable al Proceso de Contratación  

Proceso Contratación 
Cubierto por Acuerdo 

Comercial  

SI/NO  SI/NO  SI/NO  SI/NO  



 
 

 

 

 

En consecuencia, la entidad concederá trato nacional a proponentes y servicios de los Estados que cuenten con 

un Acuerdo Comercial que cubra el Proceso de Contratación.  

Adicionalmente, los proponentes de estados con los cuales el Gobierno Nacional haya certificado la existencia 

de trato nacional por reciprocidad recibirán este trato. 

18. GARANTÍAS 

18.1. GARANTÍA DE SERIEDAD DE LA OFERTA  

El proponente debe presentar con la propuesta una garantía de seriedad de la oferta que cumpla con los 

parámetros, condiciones y requisitos que se indican en este numeral. 

Cualquier error o imprecisión en el texto de la garantía presentada será susceptible de aclaración por el 

proponente hasta el término de traslado del informe de evaluación. Sin embargo, la no entrega de la garantía no 

es subsanable y se rechazará la oferta. 

Las características de las garantías son las siguientes: 

Características  Condición  

Clase 
Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 2015, a saber: (i) 
contrato de seguro contenido en una póliza, (ii) patrimonio autónomo y (iii) garantía bancaria. 

Asegurado/ 
beneficiario 

Departamento del Cesar identificado con NIT 892399999-1 

Amparos 
Los perjuicios derivados del incumplimiento del ofrecimiento en los eventos señalados en el artículo 
2.2.1.2.3.1.6 del Decreto 1082 de 2015. 

Vigencia 
3 meses contados a partir de la fecha de cierre del Proceso de Contratación. En caso de modificarse 
la fecha del cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia del 
certificado la fecha originalmente definida en el Pliego de Condiciones 

Valor asegurado Diez por ciento (10 %) del Presupuesto Oficial del Proceso de Contratación  

Alianza 
Pacifico  

Chile  SI  SI  
SI 

($27.295.106.607 – Subcentral 
servicios de construcción)  

SI SI México  No aplica  No Aplica  No Aplica  

Perú  SI  SI  
SI 

($27.295.106.60 – Sub Central 
servicios de construcción)  

Canadá  Si  NO  
NO 

( N/A– SubCentral servicios de 
construcción)  

NO  NO 

Chile  Si  SI  
SI 

($27.276.479.385 Sub-Central 
servicios construcción)  

33 – Los siguientes servicios de ingeniería y arquitectura 
del Clasificador Central de Productos (CPC versión 1.0): 
Clase 8321. Servicios de arquitectura.  
Clase 8334. Servicios de diseño de ingeniería.  
Clase 8335. Servicios de ingeniería durante la fase de 
construcción y de instalación.  

SI 

Corea  Si  SI  
NO 

($81.880.000.000 – Subcentral 
servicios de construcción)  

NO  NO 

Costa Rica  SI  SI  
SI 

($27.357.983.079– Sub-Central 
servicios de construcción)  

SI SI 

Estados Unidos  SI  SI  
SI 

($27.357.983.079– Sub-Central 
servicios de construcción)  

33 – Los siguientes servicios de ingeniería y arquitectura 
del Clasificador Central de Productos (CPC versión 1.0): 
Clase 8321. Servicios de arquitectura.  
Clase 8334. Servicios de diseño de ingeniería.  
Clase 8335. Servicios de ingeniería durante la fase de 
construcción y de instalación.  

SI 

Estado AELC  SI  SI  
SI 

($28.280.689.315 – Subcentral 
servicios de construcción)  

33 – Los siguientes servicios de ingeniería y arquitectura 
del Clasificador Central de Productos (CPC versión 1.0): 
Clase 8321. Servicios de arquitectura.  
Clase 8334. Servicios de diseño de ingeniería.  
Clase 8335. Servicios de ingeniería durante la fase de 
construcción y de instalación.  

SI 

México  SI  NO  
NO APLICA para el nivel 

Subcentral  
NO  NO  

Triángulo 
Norte  

El Salvador  

SI 

NO 

N/A (no se establecieron 

                umbrales para su 

aplicabilidad. 

NO  

NO  
De acuerdo con el anexo 11.1 
Contratación Pública, Sección 
A Términos y Condiciones de 
la Cobertura, con respecto a 
la Rep. De Colombia literal d. 
no aplica para los servicios de 
la construcción.  

Guatemala  NO 
N/A (no se establecieron 

        umbrales para su aplicabilidad. 
NO  NO 

Honduras  NO 

N/A (no se establecieron 

                umbrales para su 

aplicabilidad. 

NO  

NO  
Los Departamentos no se 
encuentran en la lista de 
entidades de acuerdo al 
anexo 11.1 del cap. 11 del 
acuerdo numeral III.  

Unión Europea  SI  SI  
SI 

($28.280.689.315 – Subcentral 
servicios de construcción)  

SI SI 

Israel  SI  SI  
SI 

$ 5.000.000 DEG = $ 
18.376.450.000 

SI SI 

Reino Unido e Irlanda 
del Norte  

SI  SI  
SI 

($27.276.479.385 - Subcentral 
servicios construcción)  

SI SI 

Decisión 439 de 1998 
Comisión de la CAN  

SI  SI  NO APLICA  NO  NO 



 
 

 

 

Características  Condición  

Tomador  

• Para las personas jurídicas: la Garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y tipo 
societario que figura en el certificado de existencia y representación legal expedido por la cámara 
de comercio respectiva, y no solo con su sigla, a no ser que en el referido documento se exprese 
que la sociedad podrá denominarse de esa manera. 

• Para los Proponentes Plurales: la Garantía deberá ser otorgada por todos los integrantes del 
Proponente Plural, para lo cual se deberá relacionar claramente los integrantes, su identificación 
y porcentaje de participación, quienes para todos los efectos serán los otorgantes de la misma.   

 

Si en desarrollo del proceso de selección se modifica el cronograma, el proponente deberá ampliar la vigencia 

de la garantía de seriedad de la oferta hasta tanto no se hayan perfeccionado y cumplido los requisitos de 

ejecución del respectivo contrato. 

La propuesta tendrá una validez igual al término de vigencia establecido para la garantía de seriedad de la oferta. 

Durante este período la propuesta será irrevocable, de tal manera que el proponente no podrá retirar ni modificar 

los términos o condiciones de la misma, so pena de que la entidad pueda hacer efectiva la garantía de seriedad 

de la oferta. 

18.2. GARANTÍAS DEL CONTRATO 

18.2.1 GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO 

 

Para cubrir cualquier hecho constitutivo de incumplimiento, el contratista deberá presentar la garantía de 

cumplimiento en original a la entidad dentro de los tres (3) días hábiles siguientes contados a partir de la firma 

del contrato y requerirá la aprobación de la entidad. Esta garantía tendrá las siguientes características: 

Característica Condición  

Clase 
Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 2015, a saber: (i) 
Contrato de seguro contenido en una póliza para Entidades, (ii) patrimonio autónomo, (iii) Garantía 
bancaria. 

Asegurado/ 
beneficiario 

Departamento del Cesar identificado con NIT 892399999-1 

Amparos, 
vigencia y valores 
asegurados 

 

Amparo Vigencia  Valor Asegurado 

Cumplimiento general del Contrato y 
el pago de las multas y la cláusula penal 
pecuniaria que se le impongan 

Hasta la liquidación del 
Contrato 

30% del valor del Contrato 

Pago de salarios, prestaciones 
sociales legales e indemnizaciones 
laborales del personal que el 
contratista haya de utilizar en el 
territorio nacional para la ejecución del 
contrato 

Plazo del contrato y tres 
(3) años más. 

 5% del valor del contrato 

Estabilidad y calidad de las obras 
ejecutadas entregadas a satisfacción 

Cinco (5) años contados a 
partir de la fecha de 
suscripción del Acta de 
Recibo Definitivo a 
satisfacción de las obras 
por parte de la Entidad 

30% del valor del contrato 

 

Tomador  

•  Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y tipo 
societario que figura en el certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara 
de Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, a no ser que en el referido documento se exprese 
que la sociedad podrá denominarse de esa manera. 

• No se aceptan garantías a nombre del representante legal o de alguno de los integrantes del 
consorcio. Cuando el contratista sea una unión temporal o consorcio, se debe incluir razón social, 
NIT y porcentaje de participación de cada uno de los integrantes. 

• Para el contratista conformado por una estructura plural (unión temporal, consorcio): la garantía 
deberá ser otorgada por todos los integrantes del Contratista, para lo cual se deberá relacionar 
claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de participación, quienes para todos los 
efectos serán los otorgantes de la misma.  

Información 
necesaria dentro 
de la póliza 

• Número y año del Contrato  

• Objeto del Contrato 

• Firma del representante legal del Contratista 

• En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. Cumplimiento si el valor 
a asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 

 

El contratista está obligado a restablecer el valor de la garantía cuando esta se vea reducida por razón de las 

reclamaciones que efectúe la entidad, así como, a ampliar las garantías en los eventos de adición y/o prórroga 

del contrato. El no restablecimiento de la garantía por parte del contratista o su no adición o prórroga, según el 

caso, constituye causal de incumplimiento del contrato y se iniciarán los procesos sancionatorios a que haya 

lugar. 

 

18.2.2. Estabilidad de la obra y periodo de garantía 

 

El contratista será responsable de la reparación de todos los defectos que puedan comprobarse con posterioridad 

al recibo definitivo de las obras del contrato o si la obra amenaza ruina en todo o en parte, por causas derivadas 



 
 

 

 

de fabricaciones, replanteos, procesos constructivos, localizaciones y montajes efectuados por él y del empleo 

de materiales, equipo de construcción y mano de obra deficientes utilizados en la construcción. El contratista se 

obliga a llevar a cabo a su costa todas las reparaciones y reemplazos que se ocasionen por estos conceptos. 

Esta responsabilidad y las obligaciones inherentes a ella se considerarán vigentes por un período de garantía de 

Cinco (5) años, contados a partir de la fecha del acta de recibo definitivo de las obras. El contratista procederá a 

reparar los defectos dentro de los términos que la entidad le señale en la comunicación escrita que le enviará al 

respecto. 

Si la inestabilidad de la obra se manifiesta durante la vigencia del amparo de la garantía respectiva y el contratista 

no realiza las reparaciones dentro de los términos señalados, la entidad podrá hacer efectiva la garantía de 

estabilidad estipulada en el contrato. Así mismo, el contratista será responsable de los daños que se causen a 

terceros como consecuencias de las obras defectuosas durante el período de garantía. 

Si las reparaciones que se efectúen afectan, o si a juicio de la entidad, existe duda razonable de que puedan 

llegar a afectar el buen funcionamiento o la eficiencia de las obras o parte de ellas, la entidad podrá exigir la 

ejecución de nuevas pruebas a cargo del contratista mediante notificación escrita que le enviará dentro de los 

treinta (30) días hábiles siguientes a la entrega o terminación de las reparaciones.    

18.2.3. Garantía de responsabilidad civil extracontractual. 

 

El contratista deberá contratar un seguro que ampare la responsabilidad civil extracontractual de la Entidad con 

las siguientes características: 

Característica Condición 

Clase Contrato de seguro contenido en una póliza  

Asegurados Departamento del Cesar identificado con NIT 892399999-1  y el Contratista 

Tomador 

• Para las personas jurídicas: la Garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y tipo 
societario que figura en el certificado de existencia y representación legal expedido por la 
Cámara de Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, a no ser que en el referido documento 
se exprese que la sociedad podrá denominarse de esa manera. 

• No se aceptan Garantías a nombre del representante legal o de alguno de los integrantes del 
Consorcio. Cuando el contratista sea una Unión Temporal o Consorcio, se debe incluir razón 
social, NIT y porcentaje de participación de cada uno de los integrantes. 

• Para el Contratista conformado por una estructura plural (unión temporal, consorcio): la garantía 
deberá ser otorgada por todos los integrantes de la estructura plural, para lo cual se deberá 
relacionar claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de participación, quienes 
para todos los efectos serán los otorgantes de la misma. 

Valor 

5% del valor del contrato 

En igual sentido la entidad deberá fijar el valor o porcentaje a asegurar de los amparos descritos en 
el numeral 3° del artículo 2.2.1.2.3.2.9 del Decreto 1082 de 2015. 

Vigencia Igual al período de ejecución del Contrato. 

Beneficiarios Terceros afectados y Departamento del Cesar identificado con NIT 892399999-1 

Amparos 

 
Responsabilidad Civil Extracontractual de la Entidad derivada de las actuaciones, hechos u 
omisiones del Contratista o Subcontratistas autorizados. Responsabilidad Civil Extracontractual de 
la Entidad, derivada de las actuaciones, hechos u omisiones del Contratista o Subcontratistas 
autorizados. La Entidad contratante deberá establecer y discriminar los amparos descritos en el 
numeral 3º del artículo 2.2.1.2.3.2.9 del Decreto 1082 de 2015 e incluir el valor del amparo y plazo 
requerido por cada uno.  
 
El amparo de responsabilidad civil extracontractual debe contener además de la cobertura básica de 
predios, labores y operaciones, mínimo los siguientes amparos: 
 
1. Cobertura expresa de perjuicios por daño emergente y lucro cesante. 
 
2. Cobertura expresa de perjuicios extrapatrimoniales. 
3. Cobertura expresa de la responsabilidad surgida por actos de contratistas y subcontratistas, salvo 
que el subcontratista tenga su propio seguro de responsabilidad extracontractual, con los mismos 
amparos aquí requeridos. 
 
4. Cobertura expresa de amparo patronal. 
 
5. Cobertura expresa de vehículos propios y no propios. 

Información 
necesaria dentro 

de la póliza 

• Número y año del Contrato  

• Objeto del Contrato 

• Firma del representante legal del Contratista 

• En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. Cumplimiento si el 
valor a asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 

 

En esta póliza solamente se podrán pactar deducibles con un tope máximo del diez por ciento (10%) del valor de 

cada pérdida sin que en ningún caso puedan ser superiores a dos mil (2.000) SMMLV 

Este seguro deberá constituirse y presentarse para aprobación de la entidad, dentro del mismo término 

establecido para la garantía única de cumplimiento.  



 
 

 

 

Las franquicias, coaseguros obligatorios y demás formas de estipulación que conlleven asunción de parte de la 

pérdida por la entidad asegurada no serán admisibles. 

El contratista deberá anexar el comprobante de pago de la prima del seguro de responsabilidad civil 

extracontractual. 

 

 

 

YASMIN ROCÍO GARCÍA MENESES  
SECRETARIO DE EDUCACIÓN  
GOBERNACION DEL CESAR 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



    Activo   Corriente  Pasivo   Corriente


    Pasivo   Total  Activo   Total


    Utilidad   Operacional  Gastos   Interes


  Indicador   =   (   ∑  i = 1 n    Componente   1   del   indicador i )    (   ∑  i = 1 n    Componente   2   del   indicador i )  


  CTd =  (   POE   −   Anticipo   o     Pago   anticipado    Plazo   estimado   de   ejecuci ó n   del   contrato   ( en   meses )   ) ∗ n


  CTProponente   plural =   ∑  i = 1 n   CT i


    Utilidad   Operacional Patrimonio


    Unidad   Operacional  Activo   Total


  Indicador   =   (   ∑  i = 1 n    Componente   1   del   indicador i )    (   ∑  i = 1 n    Componente   2   del   indicador i )  


  C R P   ≥ C R P C


  C R P C = P O E − A n t i c i p o   o   p a g o   a n t i c i p a d o  


  CRPC =   POE − Anticipo   o   pago   anticipado  Plazo   estimado   ( meses ) ∗ 12


  C R P = C O ∗  [   ( E + C T + C F ) 100 ] − S C E


  E =   Valor   total   de   los   contratos    ( COP )  Presupuesto   total   estimado    ( COP )


  E =   Valor   total   de   los   contratos   ( COP )  ( Presupuesto   total   estimado   ∗ %   de   participaci ó n )


    Activo   Corriente  Pasivo   Corriente


  Me = Mediana (  V 1 ;  V 2 . . ; …  V m )


   V i


  Puntaje =  [  { 1 −  |   Me −  V i Me | } ∗ Puntaje   m á ximo ]


   V i


  Puntaje =  [  { 1 −  |    V Me −  V i   V Me | } ∗ Puntaje   m á ximo ]


   V Me


   V i


  MG =    V 1 ∗  V 2 ∗  V 3 ∗ … ∗  V n n


  Puntaje = Puntaje   m á ximo ∗  ( 1 −  (    | MG −  V i | MG ) )


    V  i


     X B - =   (  V min +  X - ) 2


   V min


   X -


     X B -


  Puntaje =  {    Puntaje   m á ximo ∗  ( 1 −  (      X B - −  V i     X B - ) )   Para   valores   menores   o   iguales   a      X B -               Puntaje   m á ximo ∗  ( 1 −  (    |      X B - −  V i   |     X B - ) )   Para   valores   mayores   a      X B - }


     X B -


   V i


      X  B -


   V min = M í nimo   (  V 1 ;  V 2 . . ; …  V m )


   V i


   V min


  Puntaje =   Puntaje   m á ximo ∗  V min   V i


   V min


   V i

